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			A mis padres, 
desde la memoria y el corazón 




			

	    


	 	

	    

             




			Prefacio 




			 




			El año 2004 fue uno de los más importantes en la historia de nuestro país porque tuvieron lugar unos hechos de especial trascendencia para su futuro. 




			El 11 de marzo de ese año se produjeron los atentados terroristas más graves de nuestra historia, con un balance de 192 muertos y casi dos mil heridos que dan fe de ello. Fue el primer ataque terrorista islamista que se producía en España después del atentado contra el restaurante El Descanso en 1985. A pesar de que la sociedad española estaba y está curtida contra la barbarie terrorista de ETA, este impacto fue especialmente doloroso, pero de nuevo no permanecimos indiferentes. España entraba brutalmente en un lugar destacado en el ranking de países objetivo de al-Qaeda, hasta el día de hoy. 




			Fue el año en que se produjo un vuelco electoral, según las encuestas, en las elecciones del 14 de marzo, tras unos días de gran tensión, durante los cuales algunos sacaron lo peor que el ser humano puede desplegar en una situación como aquélla para no perder el poder. En esos días se gestó la llamada «teoría de la conspiración» para vincular a ETA con los ataques terroristas, arrastrándonos a una espiral demencial hacia territorios del absurdo y a una peligrosa falta de credibilidad institucional de España, que más de una vez hizo el ridículo internacional; especialmente, en las Naciones Unidas, cuyo Consejo de Seguridad emitió un comunicado de apoyo a España condenando la acción terrorista de ETA, a petición e insistencia, casi presión, del Gobierno español, que nunca explicó las razones por las que este pronunciamiento se exigió y que después ha sido imposible eliminar de las actas del Consejo. Quizá sea mejor así, porque de esta forma conocimos la inconsistencia de algunos políticos internacionales de más de un país en temas tan sensibles como éste. 




			A partir del triunfo electoral del Partido Socialista en marzo de 2004, la estrategia de la oposición estuvo dirigida a descalificar la acción del Gobierno de José Luis Rodríguez Zapatero en materia de terrorismo durante toda la legislatura hasta el último atentado de ETA —el asesinato del ex concejal del Partido Socialista de Mondragón Isaías Carrasco— perpetrado dos días antes de las elecciones del 9 de marzo de 2008, con el objetivo de que el terrorismo estuviera presente en la campaña electoral y que los resultados de esta nueva cita se vieran influidos por esta amenaza, para lo cual no se ha dudado en poner en cuestión, por parte de algunos, principios básicos del Estado de Derecho. Ciertamente, esta estrategia ha fracasado a la vista del resultado electoral. El amplio triunfo de Zapatero debería ser suficiente para que se abandonaran iniciativas dirigidas por personas crueles y sin escrúpulos, aprendices de brujos baratos y temerarios que entienden la democracia como el patio de monipodio que querrían controlar. 




			Fue un año durante el cual la guerra de Irak entró en una espiral de violencia terrorista insoportable. La tierra del Tigris y el Éufrates que viera florecer a numerosas generaciones de una antigua civilización, daba cabida ahora a los mayores campos de entrenamiento terrorista con posibilidad de exportación, cual plataforma de lanzamiento, hacia Europa. Asimismo, fue el año en que España retiró sus tropas de ese país y el de las elecciones en Estados Unidos, en las que sorprendentemente, y, a pesar de lo que ya se sabía sobre las verdaderas causas de aquella guerra, los ciudadanos norteamericanos votaron de nuevo a Bush, y no a John Kerry. Una vez más la manipulación y el miedo se impusieron sobre la racionalidad y la mesura. 




			En lo personal, fue el año en que decidí salir de la Audiencia Nacional y marchar a Estados Unidos durante una temporada, decisión que tomé tras una larga meditación que comenzó a tomar cuerpo después de una conversación a finales de enero de 2004 con mi amigo el fiscal general de la Corte Penal Internacional, Luis Moreno Ocampo, que a la sazón tenía muy buena relación con el presidente de la Universidad de Nueva York; en el transcurso de esa conversación le comenté que estaba dándole vueltas a la vieja idea que años antes habíamos perfilado en Harvard con motivo de una conferencia de pasar unos meses, como había hecho él, en una universidad norteamericana, y me dijo que se pondría a ello inmediatamente. Al mismo tiempo, retomé el contacto con Jim Fernández, director del Centro Rey Juan Carlos I de España de la Universidad de Nueva York, con quien había colaborado ya en 1999, para saber las posibilidades que había de adscripción al centro como profesor visitante. Los contactos se sucedieron durante los meses siguientes, hasta que a mediados de mayo tomé la decisión de que mi estancia en el Juzgado Central de Instrucción número 5 debía interrumpirse durante un tiempo, o definitivamente, ya que por esas fechas también solicité la plaza de presidente de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. Obviamente, se trataba de dos alternativas compatibles pero subordinadas la una a la otra, de modo que si obtenía la plaza de presidente, opción para la que tenía pocas posibilidades, más por razones ideológicas que de mérito, cancelaría la licencia por estudios en Estados Unidos, al no ser lógico ni presentable que me nombraran presidente y luego pidiera una licencia por estudios. 




			En el mes de junio de 2004, mi familia era la única que conocía mis proyectos más inmediatos. Mi mujer, Rosario, era partidaria de que saliera del juzgado de forma definitiva, porque de esa manera me recuperaba familiarmente un poco. 




			Debo decir que solicitar la plaza de presidente me costó muchas horas de reflexión porque suponía abandonar para siempre la labor de instructor en el Juzgado Central de Instrucción número 5, que llevo realizando desde febrero de 1988, pero al final lo hice. En definitiva, era continuar en el mismo frente judicial contra los mismos delitos que antes, y ya era hora de andar otros caminos de la justicia. 




			Cuando la plaza de presidente fue adjudicada a Javier Gómez Bermúdez, la opción era clara: seguir adelante con mi decisión de pasar unos meses en Estados Unidos y, en particular, en la Universidad de Nueva York. A lo largo de los meses de julio, agosto y septiembre de 2004 mantuve los contactos con Jim Fernández y con Karen Greenberg, directora del Center on Law and Security adscrito a la Law School (Facultad de Derecho) de dicha universidad. La cosa tomaba color por cuanto serían los dos centros los que me acogerían, uno el Centro Rey Juan Carlos I de España, como titular de la cátedra de cultura hispánica Andrés Bello, y el otro como profesor e investigador en materia de terrorismo y seguridad. 




			El día 20 de agosto de 2004 envié a la Universidad de Nueva York una carta de intenciones, y a finales de septiembre ya había acuerdo, si bien no fue hasta el 6 de octubre cuando remití mi confirmación de que estaría con ellos a partir del segundo semestre, siempre que el Consejo General del Poder Judicial me autorizara a ello. 




			En el momento en que escribo esta especie de carta de presentación del libro, en marzo de 2008, estoy volando hacia Costa Rica para un encuentro con el presidente Óscar Arias relacionado con la visión y definición de un nuevo mundo, en el que abordaré los retos de la justicia universal frente a los nuevos desafíos que amenazan a la humanidad, de los que este libro da cuenta y constituyen su esencia, dentro del Foro Humano —del que formo parte desde su formación en 2000—, con el resultado de las elecciones generales todavía caliente y el recuerdo impreso en la retina de que, apenas hace dos semanas, la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional ha pronunciado sentencia en el caso de la llamada Operación Nova, en la que se han condenado a veinte personas, entre cuyos planes, al menos de alguno de ellos, estaba atentar contra aquel organismo judicial. También a finales de 2004 me encontraba investigando estos hechos. 




			Sobre este caso particular se debería contar algún día la historia de la historia para que quedara claro la terrible presión que se desarrolló sobre los testigos protegidos, para conseguir lo que después se produjo: el cambio de declaraciones en el juicio oral, si bien el tribunal, gracias al ímprobo esfuerzo de la fiscal Dolores Delgado, y su acusación, ha dado mayor valor a las declaraciones sumariales, condenando a las dos terceras partes de los acusados. Esta sentencia, excelentemente construida por el ponente Alfonso Guevara Marcos, demuestra cómo es posible combatir el terrorismo islamista, adelantándose a los planes criminales (volar la Audiencia Nacional) que ya comenzaban a perfilar, evitando numerosas víctimas. Esta resolución demuestra que contamos con instrumentos y posibilidades para combatir el terrorismo sin traspasar los límites impuestos por el Estado de Derecho. 




			Finalmente, el 22 de diciembre de 2004, solicité la licencia por estudios, y el día 11 de enero de 2005, el Consejo General del Poder Judicial me concedió la autorización durante nueve meses, a partir del primero de marzo de 2005, para trabajar en la Universidad de Nueva York, tiempo que después ampliaría por siete meses más. 




			Debo decir que en esos momentos sentía una especie de pellizco en el estómago que no conseguía eliminar. Es verdad que había hecho cosas arriesgadas en mi vida y que siempre que me enfrento a un proyecto nuevo, me lanzo, sin solución de continuidad, pero ¡éste era «de traca»! Me marchaba solo a Nueva York, a una de las universidades más importantes de Estados Unidos, a su Facultad de Derecho, para enseñar y estudiar el fenómeno del terrorismo y la seguridad, además de organizar un trabajo nuevo en la cátedra Andrés Bello del Centro Rey Juan Carlos I de España, uno de cuyos frutos es el presente libro, si bien es verdad que en esos momentos no cabían en mi cabeza proyectos de ese tipo, sino uno más inmediato: cómo sobrevivir con mi escaso inglés en Nueva York. Debo decirle al lector que no es difícil hacerlo, porque casi todos aquellos que atienden al público en sus necesidades básicas hablan castellano, pero intentar manejarte, como yo quería hacerlo, con un inglés aceptable para poder comprender y que te entiendan el trabajo diario, es complicado, sobre todo a cierta edad. 




			Mientras llegaba el día señalado, continué con mi ritmo normal de trabajo, e incluso lo incrementé para dejar lo mejor posible el juzgado, aunque en este órgano judicial es difícil que haya lugar para el sosiego y la tranquilidad. Así, el 25 de enero dicté el auto de procesamiento contra treinta y seis responsables de Batasuna —a la que había suspendido en sus actividades el 26 de agosto de 2002— y los llamé a mi presencia el día 31 para notificarles el auto y tomarles declaración indagatoria. 




			En aquellos días de febrero de 2005 todavía tuve que sufrir «la penúltima» de dos colegas fiscales que me denunciaron ante el presidente de la Audiencia Nacional por supuesta revelación de secretos en mi libro Un mundo sin miedo; al final, al margen de la repercusión mediática, el Consejo General del Poder Judicial archivó la denuncia iniciada por el fiscal jefe de la Audiencia Nacional, Eduardo Fungairiño, jaleada como siempre por el sector mediático que auspicia permanentemente mi «desaparición» como juez de la Audiencia Nacional. Estaba a punto de irme a Nueva York, para no volver más, según ellos, y todavía querían conseguir alguna sanción. Nunca dejará de sorprenderme que existan personas que postulen la libertad de expresión y que puedan sentirse mal por un comentario menor, o quizá sea ese «olvido» su acicate, porque, en definitiva, no pueden soportar no ser los que controlen a los demás. Pero, en fin, tampoco tiene más importancia que la que algunos le quieran dar. Decía Voltaire que el tiempo es el mejor juez porque pone a cada uno en su sitio, y realmente es así. 




			El día 9 de febrero de 2005, prácticamente haciendo las maletas, desarrollé una operación contra el aparato de captación de ETA, con catorce detenidos, que pasaron a disposición judicial los días 11 y 12 de febrero. 




			El día 14 de febrero de 2005 tuvo lugar el atentado terrorista contra el ex primer ministro del Líbano y líder de la oposición Rafik Hariri en Beirut. Parecía en un momento, como anoté en mi diario y después se confirmó, que algunos optaban en Oriente Próximo por la teoría del caos, pero en ningún instante pensé que tiempo después este caso estaría vinculado a mí. 




			El día 16 de febrero, a doce días de mi partida a Nueva York, asistí a una conferencia del fiscal general del Estado, Cándido Conde-Pumpido, y ante la pregunta de un periodista de si pensaba hacer algo con la denuncia contra mí por el libro, dijo que la queja no estaba fundamentada, que había leído el libro personal y profesionalmente y que era muy interesante, y que el Estado de Derecho me debía mucho; que había hecho grandes cosas en el campo de la justicia universal y contra el terrorismo de ETA, atacando globalmente a la organización. Esta afirmación hecha en un foro tan importante me dio la certeza de que a lo largo de mi carrera, con aciertos y errores, había procedido correctamente, aportando mi esfuerzo en la difusión del trabajo de la justicia. 




			Ese mismo día su majestad el rey me concedió una audiencia y durante casi una hora estuvimos hablando del terrorismo de ETA y de los islamistas, así como de la situación en España frente a tales fenómenos, y con agrado constaté el alto conocimiento que de los mismos tiene el jefe del Estado. 




			Los últimos días de febrero fueron muy intensos, tanto de trabajo como de emociones. Al fin y al cabo, dejaba mi cargo durante un tiempo y no sabía qué me depararía el futuro. 




			El día 28 de febrero, día de Andalucía, tomé declaración indagatoria a Álvarez Forcada y Joseba Permach y ordené la detención de Josu Ternera, por integración en organización terrorista, en el sumario 35/02 sobre Batasuna, que el 1 de abril de 2008 quedó concluido, y abierta la posibilidad de enjuiciamiento de los cuarenta procesados. 




			La despedida en la Audiencia Nacional de compañeros y amigos como Fernando Andreu, Santiago Pedraz, fiscales como Enrique Molina y Dolores Delgado, que en ese momento defendía brillantemente ante el tribunal la vigencia del principio de justicia universal en el caso Scilingo, y funcionarios de mi juzgado, fue tan emotiva como la del aeropuerto, rodeado de amigos entrañables: Tomás Sanz, siempre fiel en todos los momentos y avatares, Hilario, Enrique Reyes, Manolo Medina y su mujer Amelia, que siempre han estado conmigo; mi mujer Yayo y mis hijos Baltasar y María. Después de su abrazo emocionado subí al avión y comencé, ligero de equipaje, una aventura peculiar, diferente y emocionante y un tanto arriesgada, a la vez que estaba seguro de que sería intensa y enriquecedora. 




			A la llegada al aeropuerto JFK de Nueva York, me esperaba Laura Tu régano, vicedirectora del Centro Rey Juan Carlos I de España, y una nevada que no sería la única que vería en Nueva York, que casi nos dejó congelados al salir al exterior del edificio del aeropuerto. Aún recordaba el frío de Nueva York que me hizo padecer una bronquitis que acabó conmigo en el quirófano el año anterior. Nueva York, en ese sentido, es una ciudad muy traicionera, lo mismo hace un espléndido día de primavera y a las cuatro de la tarde el frío invernal se adueña de todo y te golpea con fuerza. Tuve una cena íntima con Jim Fernández y Marisa, su esposa, en la calle Bleecker, y tras dejarme instalado en mi apartamento, en la planta diecisiete del edificio de la universidad, sito en el número 3 de Washington Square, recuerdo que lo primero que hice fue salir a la terraza y con el teléfono móvil en mano fotografié los edificios nevados de Greenwich Village y remití las fotos inmediatamente a mi familia, sin caer en la cuenta de que en esos momentos en España eran las cinco de la madrugada. 




			El día 1 de marzo de 2005, primer día de estancia en mi nueva ciudad, anoté en el diario: «Hoy durante todo el día he estado arreglando papeles en la universidad. He visto dos pequeños despachos, uno en el Centro Rey Juan Carlos I de España y el otro en el Center on Law and Security, en los que trabajaré. En comparación con mi despacho en la Audiencia Nacional son muy pequeños, recibiendo así mi primera cura de humildad. He conocido a Karen Greenberg: es menuda, muy cariñosa y alegre, siempre está bromeando y se esfuerza por hablar en español, pero ¡está tan pez en castellano como yo en inglés!». Quedamos en tener una serie de reuniones para coordinar las actividades del centro. Era el primer día y ya comenzaba a sentir el peso de la soledad, las dificultades del idioma y el síndrome de que no tenía actividad alguna y, por ende, «la sensación de inactividad», aunque el cordón umbilical lo seguía teniendo en lo que ocurría en la Audiencia Nacional, porque allí había dejado el primer juicio por los crímenes acontecidos durante la dictadura argentina contra Adolfo Scilingo casi concluyendo. La sentencia se publicó el 19 de abril con un resultado muy positivo. Por fin, el camino iniciado en mi juzgado en marzo de 1996 daba frutos. Sí, se trataba de una buena noticia y no dudé en comentarla y debatirla en todos los foros neoyorquinos, además de que así me lo pedían los estudiantes y las personas asistentes a los eventos, muy interesados por el concepto y aplicación de la justicia universal. 




			Sin embargo, aquella sensación de parálisis se desvaneció en el tiempo que la nieve tardó en borrarse de las calles de la ciudad. Con urgencia, y después de la primera semana de toma de contacto, comencé a elaborar el borrador de lo que sería una de mis principales actividades en la Facultad de Derecho, aparte de las conferencias y clases de posgrado que desarrollaría en el segundo semestre del curso 2004-2005 y en el primero del curso 2005-2006, el proyecto «Terrorismo y seguridad: coordinación y cooperación», que en mayo de 2008 verá su versión final, y en el que se desarrollan más de cien medidas necesarias o convenientes para combatir el terrorismo global y su financiación, a la vez que promueve la creación y desarrollo de un observatorio internacional sobre terrorismo en Nueva York. Realmente es un trabajo del que me siento orgulloso y en el que han participado durante dos años los mejores especialistas en terrorismo de más de veinte países y organismos internacionales como la ONU, la OEA, la Interpol, la Europol, el FBI, además del apoyo de organismos como el Consejo General del Poder Judicial. 




			Simultáneamente, en mayo de 2005 comencé a desarrollar la actividad que constituiría el núcleo de mi trabajo en el Centro Rey Juan Carlos I de España, y gracias a la labor y apoyo indispensable de Jim Fernández, Laura Turégano, John Healey y de mi asistente María del Mar Bernabé Gutiérrez, diseñé un ciclo de encuentros a partir de septiembre de 2005 hasta junio de 2006, y posteriormente en España entre enero y junio de 2007. 




			La idea era recurrir a líderes, profesionales políticos y pensadores de diferentes nacionalidades, procedentes de Estados Unidos, América Latina y España, y con ellos organizar un ciclo de encuentros cuya característica común sería el hecho de que España había sido, era o podía ser el «link» entre los demás países mencionados para afrontar retos como el terrorismo, los medios de comunicación, la seguridad, la economía, las transiciones democráticas, la educación, la situación de los derechos humanos, la inmigración, la corrupción, los problemas de gobernabilidad, el crimen organizado, la justicia universal, la seguridad jurídica, la pobreza, la consolidación democrática de los países de Iberoamérica, etcétera. Esta idea la llevé a cabo con las personas que aparecen en este libro y otras que no lo hacen pero a las que quiero mencionar como muestra de agradecimiento: A mi Pedahzur, profesor en la Universidad de Texas (Austin) y miembro del Centro de Estudios de Seguridad Nacional (Universidad de Haifa, Israel); Pamela Yates, directora de Skylight Pictures; Paco de Onis, productor de Skylight Pictures; Iñaki Arteta, director del documental Trece entre mil; Enrique Iglesias, secretario general iberoamericano; Trinidad Jiménez, secretaria de Estado para Iberoamérica; Mariano Fernández Bermejo, ministro de Justicia de España; Guillermo Mendoza Diago, vicefiscal general de Colombia; Eduardo Medina Mora Icaza, procurador general de México; Sergio García-Ramírez, presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; Luis Moreno Ocampo, fiscal general de la Corte Penal Internacional, y Cándido Conde-Pumpido, fiscal general del Estado. Entre todos reflexionamos sobre la realidad de Estados Unidos, España e Iberoamérica. 




			De todos estos encuentros, y teniendo en cuenta la imposibilidad de refundir en un solo texto lo que en aquéllos se debatió, he optado por seleccionar un importante número de opiniones, en especial las que tuvieron por escenario Nueva York, así como algunas que tuvieron lugar en Madrid, con el fin de dotarlas de continuidad y actualidad, y a partir de las mismas elaborar una reflexión sobre los temas debatidos u otros que han ido aflorando y que me han parecido interesantes. Lógicamente, ni están todos los temas ni todas las opiniones, ni el orden temporal es exacto, y me he permitido la licencia de mover algunas piezas para ganar en contenido, así como incorporar algunos temas nuevos y extraer el sentido y esencia de las opiniones con el fin de no perder el ritmo de la crónica que pretende llevar al lector hasta la línea del horizonte a través del pensamiento de los que participaron en esos encuentros. 




			Mi experiencia norteamericana, como relato en cada capítulo, ha sido positiva en lo personal, familiar y profesional, y me ha permitido abordar una serie de temas, especialmente relacionados con el terrorismo, la seguridad y los derechos humanos que, de otra forma, no habría adquirido y que me están sirviendo para el desarrollo de mi trabajo judicial. 




			Quiero expresar mi agradecimiento a los directores Karen Greenberg y Jim Fernández por su apoyo, y a todos los que han colaborado en esta obra y en mi trabajo en Nueva York, y muy en especial a mis sucesivos profesores de inglés, que hicieron un gran esfuerzo para conseguir que la lengua no fuera un impedimento durante los dieciséis meses de mi estancia en Nueva York. 




			El día 10 de mayo de 2007, casi un año después de mi vuelta a España, regresé al campus universitario de la Universidad de Nueva York, en Washington Square, y no vi a los funambulistas o músicos que suelen poblarla los sábados y domingos al mediodía, ni tampoco a los jugadores de ajedrez con quienes jugué alguna partida, ni estaban los alumnos y alumnas tumbados en la hierba estudiando o divirtiéndose, porque ésa era una ocasión solemne: más de tres mil estudiantes se graduaban, sus familiares y amigos estaban presentes. El rector, con todo el patronato y los decanos de ciencias, derecho, medicina, dentistas, arte y ciencias empresariales, servicio público, trabajo social, arte, estudios individualizados y programa de graduados, me otorgaba, junto a Philip Montesello, director del Metropolitan Museum de Nueva York, Cathleen Synge Morawetz, profesora emérita de matemáticas, Mamphela Aletta Ramphele, directora del Círculo Capital Ventures, Wynton Marsalis, músico, el doctorado honoris causa en leyes. 




			Realmente para mí fue todo un honor, tras dieciséis meses de trabajo en la Universidad de Nueva York, recibir tal reconocimiento, como consta en el título correspondiente: «Por su fortaleza, sabiduría y energía en la lucha contra el crimen y la corrupción ha merecido la profunda y gran gratitud de sus colegas ciudadanos del mundo. Por la virtud de la autoridad que la Universidad de Nueva York me ha investido, le otorgo el grado de doctor en leyes, honoris causa, presidente John Sexton». 
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			Una organización criminal a la que llamamos terrorismo 




			 




			El otoño en Nueva York, como todo en esta ciudad, es espectacular. En los alrededores de Washington Square se halla el barrio universitario de Greenwich Village, cuyas calles y edificios se impregnan del bullicio reinante. El espectáculo variopinto de estudiantes, profesores, jugadores callejeros de ajedrez, turistas, policías y huelguistas, hace que el campus urbano de la Universidad de Nueva York sea único en el mundo. Como ya va siendo mi costumbre cuando estoy en Nueva York, doy un paseo por las calles Bleecker, La Guardia Place, MacDougal, Thompson y Sullivan, al tiempo que me vienen a la memoria tardes como las del 3 de octubre o el 14 de noviembre de 2005, cuando la universidad acogió a unos invitados de excepción para hablar a la comunidad universitaria y a los ciudadanos de Nueva York de seguridad, violencia y terrorismo. Parece que fue ayer, pero ya han pasado dos años y medio. Se volvió sobre esta cuestión más adelante, en junio de 2006, y hoy, 10 de octubre de 2007, cuando comienzo a escribir este capítulo, he vuelto a las aulas del Center on Law and Security de la Facultad de Derecho de la Universidad de Nueva York para participar en un evento sobre el paradigma del terrorismo como acto de guerra y el del terrorismo como crimen común, la sempiterna discusión en este país después del 11 de septiembre de 2001. 




			Es difícil hallar un punto de encuentro en la discusión cuando se abordan estos temas. El lector tendría que ver con qué insistencia se estudian en Estados Unidos y, en particular, en Nueva York. En mi opinión, ésa fue probablemente la razón por la cual tuve la oportunidad de pasar dieciséis meses de mi vida en esta ciudad tan especial, donde no hay día en que no haya un nuevo descubrimiento o escándalo acerca de los excesos, por emplear un término suave, de la política de la administración Bush. Pese a todo, hay que buscar una solución, y eso es lo que procuramos hacer. La postura tradicional europea considera el terrorismo un crimen y no un acto de guerra, si bien en los últimos tiempos la evolución respecto de esta cuestión en la Unión Europea ha sido clara: de no existir una legislación antiterrorista común e incluso de considerar el terrorismo en algunos países como una especie de delito político, se ha pasado a adoptar una legislación específica frente al mismo con duras sanciones que abandera la lucha mundial contra esa lacra desde el derecho. 




			 




			EL FRACASO DE LA «GUERRA CONTRA EL TERROR» 




			 




			Dada la estructura de los grupos y organizaciones terroristas, especialmente la de al-Qaeda, es inadecuada la conceptuación del terrorismo como acto de guerra, primero porque no es un país o un Gobierno el responsable oficial o extraoficial de la acción violenta, sino grupos fuera del Estado, y segundo porque en la mayoría de los casos lo hacen sin apoyo gubernamental. Cuando en octubre de 2001 se ordenó el ataque norteamericano contra Afganistán, se dio por sentado que el Gobierno talibán había orquestado el atentado contra las Torres Gemelas, pero tal afirmación se hizo sin ningún tipo de pruebas. Una cosa es que la opinión pública estuviera de acuerdo en poner fin a aquel régimen salvaje y criminal y otra muy distinta aceptar la destrucción de un país. Ni que decir tiene que lo primero que la comunidad internacional debería haber evitado es que aquel régimen se estableciera, que se consolidara y que permitiera que una organización terrorista se instalara sin restricciones en territorio afgano. ¿Acaso alguien podía creerse que los «chicos» de al-Qaeda estaban de vacaciones en Afganistán? A excepción del infructuoso bombardeo ordenado por Clinton en 1998, durante todo el período 1994-2001 se consintió que en Afganistán germinara y se creara la mayor fábrica de terroristas del mundo, y que se exportaran, como ahora se hace desde Irak, al resto de los países del mundo. Un nuevo error de este tipo puede conducir a graves situaciones de sufrimiento para todos los ciudadanos sin excepción. 




			Sea como fuere, la guerra no puede ser contra el terror, porque éste es un estado de ánimo y no una situación de hecho. La acción debe ser anterior, tanto a través de medidas diplomáticas, políticas, policiales, judiciales y económicas, como incluso medidas de fuerza, todo ello en un intento de la comunidad internacional por evitar que esas zonas de impunidad y de barbarie se consoliden y que esos grupos armados se refuercen hasta hacerse imbatibles. 




			La guerra contra el terror entendida así es pura entelequia, y su propia existencia se volverá sistemáticamente contra aquellos países que la preconizan y, por extensión, contra la propia comunidad internacional, que inconscientemente está contribuyendo a que el fenómeno se haga más terrible y alarmante. La proliferación de sistemas y normas que bordean el sistema legal ordinario ha creado un nuevo ámbito pseudolegal que es incompatible con las bases y conceptos generales de un Estado de Derecho. Y lo más grave de todo ya no es sólo que exista una legislación específica con organismos judiciales y policiales especializados en la investigación de redes terroristas, sino que dicha política ha supuesto la creación de un nuevo esquema de valores y de organismos que desborda la propia legislación de guerra (Convenciones de Ginebra); ya no se discute sobre si se aplica el sistema de garantías ordinario para los delitos o no, sino si se aplican las convenciones sobre los derechos de los prisioneros de guerra que estaban perfectamente consolidadas en el ámbito internacional. El retroceso no tiene parangón en la historia reciente y es extremadamente peligroso. 




			Sin embargo, con actitudes y decisiones como las de la administración Bush, se han generado unos «espacios de no derecho» o de «pseudoderecho» en los que las garantías mínimas del detenido han sido infringidas, o han desaparecido detrás de eufemismos intolerables tras los cuales se oculta la realidad cruel de la tortura, la rendición o existencia de cárceles secretas. Pero es que, además, este sistema ni siquiera ha resultado ser efectivo, porque todavía está por ver cuál ha sido el éxito de tales técnicas. Nos dicen que, gracias a esos interrogatorios, se ha obtenido información valiosa para combatir el terrorismo, pero, desde el punto de vista legal y de los derechos humanos, es inaceptable por cuanto con ello se da entrada a la tortura y los malos tratos, inhumanos o degradantes, o a otras «técnicas» de presión, siendo, además, poco creíble la realidad de esa información acerca de cuyo destino o utilización poca duda ofrece el aspecto negativo tras la sentencia del Tribunal Supremo español entre otros, en la que se critica con acertado criterio la existencia de Guantánamo y la inutilidad de ese centro de detención. Por todo ello podemos establecer una clara conclusión: el fracaso sin paliativos de las políticas que defienden este tipo de acción frente al terrorismo. 




			Por propia experiencia, no puedo sino estar de acuerdo con la dificultad de luchar contra el terrorismo; de hecho, los últimos veinte años he tenido ante mí como juez a cientos, quizá hasta más de un millar de detenidos por terrorismo y he llevado a cabo múltiples investigaciones sobre esta materia, razón por la cual me pregunto: ¿por qué no evolucionar y modificar o, mejor, integrar el sistema de derecho en una evolución natural con el debido control legal para hacer frente, desde el derecho, a este fenómeno? El avance no debe darnos miedo, si bien debe hacerse dentro de los márgenes que la ley marca de acuerdo con la legislación internacional y nacional, y, sobre todo, con el debido respeto a los derechos humanos de los imputados. 




			Resulta curioso que en el momento de escribir esta crónica, a 30.000 pies de altura sobre el Atlántico de regreso a España, algunos de los discursos que he oído en Estados Unidos desgraciadamente siguen siendo los mismos que escuché inmediatamente después del 11-S. Me llevo la impresión de que muchos norteamericanos todavía no acaban de comprender que la acción militar frente al terrorismo no es la mejor opción para combatir a un monstruo con mil caras como éste. Para ello, todavía faltan muchas cosas en el sistema legal norteamericano para que pueda reordenarse adecuadamente la estructura civil de lucha contra el terrorismo y el consecuente abandono de la denominada guerra contra el terror diseñada por la actual administración del presidente Bush. 




			En el momento en que corrijo estos apuntes se constata el último fracaso ante la noticia de que Estados Unidos, y en concreto los fiscales militares del Pentágono (11 de febrero de 2008), han pedido la pena de muerte para seis de los detenidos de Guantánamo por los ataques terroristas del 11-S, y digo fracaso porque han sido necesarios seis años de escándalos militares y de violación sistemática, que continúa, de los derechos humanos y de las garantías de esos detenidos, para que ahora, cuando se está cuestionando la pena de muerte (sometida a revisión en el Tribunal Supremo norteamericano) y todos los candidatos con posibilidades a la Casa Blanca (Obama, Clinton y McCain) proclaman que cerrarán Guantánamo, no se les reconozca la posibilidad de ser sometidos a los tribunales ordinarios. ¿Acaso se cerrarán los ojos a las torturas practicadas, cuando recientemente el Congreso de Estados Unidos ha prohibido cualquier técnica que contravenga la Convención contra la Tortura, aunque previsiblemente será vetada por el presidente? Desde luego sería muy grave que al final se consumara el error histórico que la guerra contra el terrorismo ha producido en el mundo, generando mayor inseguridad física y jurídica. Y no le quepa al lector la menor duda de que la existencia de Guantánamo (Cuba) o Bagram (Afganistán) hace que salgan más terroristas de sus instituciones que de cualquier campo de entrenamiento del mundo. La bandera de Guantánamo debe ser definitivamente arriada a favor de la paz y la seguridad jurídica mundiales. 




			Sin duda, un buen argumento con respecto a este asunto sería que los juicios se celebraran fuera de la base naval, con sujeción a las normas de derecho civil y sin restricciones para el derecho de defensa; o por qué no, una vez reconocido el fracaso o la imposibilidad de afrontar este desafío, solicitando la ayuda internacional y permitiendo que un tribunal de este tipo juzgue a los que no pueden estar eternamente detenidos sin juicio. 




			 




			TERRORISMO LOCAL Y TERRORISMO INTERNACIONAL EN ESPAÑA 




			 




			A la hora de hacer una reflexión sobre el terrorismo comenzaré por España. Nuestro país se enmarca dentro de la categoría de países con alto riesgo de atentados internacional o global, al que se suma el altísimo riesgo que supone el terrorismo local, entendiendo por local una forma simple de llamar a ETA, si bien es importante no perder de vista que cualquier terrorismo, incluida ETA, es siempre una actividad internacional; es decir, que cuando califico de local la banda armada vasca me estoy refiriendo a que su acción terrorista se desarrolla prácticamente en toda España y con una finalidad concreta, como es una reivindicación territorial de independencia o de autodeterminación del País Vasco, un leitmotiv que desde sus orígenes en 1968 ha permanecido invariable. Sin embargo, el terrorismo siempre es una actividad internacional, estrictamente hablando, porque en su puesta en práctica hay componentes internacionales, como por ejemplo la compra de armas, la búsqueda de refugio, la propia justificación política internacional, el campo de entrenamiento de sus militantes, lejos del país o países que sufren su azote, así como para la perpetración de atentados, como ocurrió a principios de diciembre con el asesinato de los guardias civiles en Capbreton (Francia) a manos de terroristas de ETA. 




			Los grupos terroristas son, asimismo, organizaciones complejas con una serie de estructuras más o menos jerarquizadas en función del tipo de terrorismo que sea. Ésta es una de las grandes diferencias entre el terrorismo tradicional de índole política, en el que se enmarcaría ETA, y el terrorismo internacional de inspiración yihadista islamista, aunque son diferencias susceptibles de desaparecer, porque cuando una organización terrorista se inicia, conforme avanza su acción a lo largo del tiempo, va imbuyéndose de los conocimientos que recibe de otras o del propio entorno en el que se mueve. Por lo tanto, si en un principio podía pensarse que el terrorismo yihadista era de origen estrictamente religioso y que no perseguía una motivación o una finalidad política, resulta evidente que hoy ya no es así, pues aunque sigue teniendo una base radical y desviada de lo que son los fundamentos del islam, cada vez más se está escindiendo en uno o varios movimientos con fines políticos, como la desaparición política de lo que se entiende por Occidente o incidir en la suerte de las propias instituciones, hasta atacar aquellos gobiernos considerados apóstatas dentro de la comunidad musulmana; finalidades todas ellas que persigue cualquier organización yihadista, a cuyo frente está al-Qaeda. 




			Los últimos atentados llevados a cabo en Argelia, el Líbano, Irak, Pakistán o Afganistán corroboran este aserto: en todos ellos, además del componente extremista religioso, existe un claro componente político que en ocasiones llega a anteponerse al primero. 




			 




			UNA FRANQUICIA LLAMADA AL-QAEDA 




			 




			En mi opinión, lo que tradicionalmente se conocía como al-Qaeda se ha convertido en una especie de movimiento, una ideología, un punto de referencia, un «sello» para aquellos grupos o individuos que desarrollan localmente una actividad similar de apoyo y de defensa de la yihad y que tienen por inspiración la doctrina de Osama bin Laden y Ayman al-Zawahiri, el médico egipcio número dos de la al-Qaeda originaria cuya sede teóricamente se halla en las proximidades de la zona fronteriza entre Afganistán y Pakistán. Así pues, lo más correcto sería hablar tanto del alqaedismo como de al-Qaeda. 




			En España, la amenaza de ETA tras finalizar el «alto el fuego» ha convertido el riesgo a nuevos atentados en una cruel realidad. En el momento en que escribo estas líneas, ya hemos sufrido varios ataques de la banda armada, y ha vuelto a aflorar incomprensiblemente la polémica sobre el alcance político de sus acciones y de la propia organización. Durante el tiempo que duró el «alto el fuego», se discutió largo y tendido sobre ETA y sobre su posible final, para el que se incluía el concepto de «negociación». Durante ese período tuvimos acceso a un gran volumen de información, y de manipulación, difícil de digerir, incluso para quienes nos movemos en el ámbito de la investigación del terrorismo. Además, la discusión entre partidos políticos sobre la política antiterrorista y la lucha contra la banda armada fue durísima y, en muchas ocasiones, sin sentido. Esta dinámica se mantuvo incluso con más virulencia durante la campaña electoral de 2008, en la que desaparecieron todos los diques de contención y se actuó «a cara de perro» en todos los estamentos. Situaciones así resultan inaceptables y dañan gravemente la cohesión y consistencia necesarias para la lucha antiterrorista. 




			Durante la «tregua», antes incluso de que la terminal 4 del aeropuerto de Barajas saltara por los aires acabando con la vida de dos personas, ETA había conseguido uno de sus principales éxitos: colocar el terrorismo en el centro del debate, a la cabeza de las preocupaciones de los españoles. Paradójicamente, durante meses la preocupación ciudadana española por el terrorismo había crecido exactamente en proporción inversa a la actividad terrorista. ETA había permanecido callada, y mientras todos hablaban —por no decir que gritaban— sobre ella, la organización terrorista consiguió minar el consenso antiterrorista y que saltara por los aires la credibilidad de la acción contra la misma. ¡Flaco favor se hizo a la lucha antiterrorista! 




			Todo ello me lleva a preguntarme por qué en España el terrorismo ha ocupado durante tanto tiempo el primer lugar en la lista de preocupaciones de los ciudadanos. En el volumen de información recibida —en buena medida contradictoria y muchas veces sin fundamento—, se percibía la confrontación de dos líneas ideológicas claramente preestablecidas: una, la del Gobierno, que apostó por un diálogo autorizado por el Congreso de los Diputados; y otra, la de la oposición, que hizo todo lo posible para que no se desarrollara ese diálogo, entendiéndolo como delictivo e incluso como una rendición ante la banda terrorista. 




			Esta situación provocó todo tipo de enfrentamientos que crisparon a la opinión pública, mientras que ETA fue a lo suyo, haciendo lo único que sabe hacer y lo que cualquier organización terrorista hace en busca de una posición más ventajosa ante una hipotética mesa de negociaciones: aprovechar el tiempo de «tregua» para reafirmarse como organización y dotarse de infraestructuras y logística, y llegado el caso de que no se aceptaran sus postulados, tal como ocurrió, volver al terror sin solución de continuidad. 




			Creo que todos podemos estar de acuerdo en esta descripción de los hechos, si bien la discrepancia surge de nuevo cuando se analiza la respuesta al fenómeno etarra desde las instituciones, donde reaparecen las dudas de si el ejecutivo y el poder judicial hicieron todo lo que estaba en sus manos para caminar hacia la paz y conseguir una derrota etarra durante el tiempo que ETA dijo estar dispuesta a buscar una fórmula para su desmantelamiento. ¿El Estado usó correcta y plenamente todas las herramientas a su disposición, incluyendo las fuerzas y cuerpos de seguridad, los servicios de inteligencia, etcétera, para acabar con ETA? Estoy convencido de que muchos pensarán que no fue así. 




			Ciertamente, no resultó muy edificante para los valores democráticos que la mayoría dice defender el bochornoso espectáculo que se produjo en España, con el consecuente deterioro de la imagen de las instituciones ante los ciudadanos, incluida la acción judicial. Durante ese tiempo se dio una imagen de división, de politización interesada, de utilización partidista, de presión y de coacción. Aunque me duela decir esto, no estoy inventando ningún sustantivo ni ningún verbo que no se hubieran utilizado hasta la saciedad durante el período de «tregua». En concreto se generó una sensación de inactividad institucional que, en honor a la verdad, hay que decir que no fue cierta, pues desde el punto de vista judicial, al menos en lo que yo conozco, no vi a ningún juez central de instrucción, ni a ningún magistrado de la Audiencia Nacional, del Tribunal Supremo o del Tribunal Constitucional, que actuara de forma diferente de la que marca la ley. Lo que ocurre es que los análisis sobre lo judicial se hacen desde prejuicios políticos, lo que siempre es muy peligroso. Quizá un ejemplo ayude a entender mejor a qué me refiero: tras los atentados terroristas del 11-M en cuatro trenes de cercanías de Madrid, se sucedieron informaciones, críticas, contracríticas, versiones y contraversiones de los hechos que dieron paso a una difusión mediática y política de lo sucedido que en algunos sectores dura hasta el día de hoy, después incluso de haberse dictado la sentencia definitiva, con poca seriedad en algunos casos y con clara intención manipuladora, en otros. 




			Como todos recordamos, tras el atentado de Atocha un poderoso sector mediático y político afirmó y defendió (y lo sigue haciendo, aunque ante la contundencia de los hechos y de la sentencia del 31 de octubre de 2002 lo haga sotto voce) que los ataques terroristas del 11-M tuvieron un componente de acción de la organización terrorista ETA; incluso con «intervención» de algunos servicios secretos extranjeros. Ahora, después de la descalificación que han sufrido en la sentencia, siguen buscando una supuesta autoría intelectual que, de existir y no coincidir con la material, como yo creo, en todo caso sería yihadista. Y eso a pesar de que la sentencia, como cualquier resolución judicial, es criticable y habrá que esperar a que el Tribunal Supremo dicte la resolución definitiva. De momento, quizá sorprende la desvinculación (por omisión) de la intencionalidad de los autores por la participación de España en la guerra de Irak y de la reivindicación por parte de al-Qaeda del atentado. Simultáneamente, otro sector se limitó a atender la investigación policial y judicial, y fue desgranando unas pautas de acción que concluyeron en un juicio que debería haber disipado cualquier duda. Pero, aún hoy, como se ha visto, los llamados defensores de la teoría de la conspiración se retuercen como escorpiones en un círculo de fuego, esperando el más mínimo resquicio para sostener su errática postura, aunque al final acabarán clavándose el aguijón a sí mismos. Realmente daría pena, si no fuera por el terrible daño que han producido y siguen produciendo a este país y a sus instituciones estos pseudoinformadores y «teóricos expertos» que persisten en una idea en la que nunca creyeron sino para obtener una ventaja política, contribuyendo decisivamente a generar un clima de tensión, crispación y desconfianza vergonzosas muy difícil de superar. Los defensores de la teoría de la conspiración islamistas-ETA nunca se han mostrado predispuestos a escuchar y a cambiar de versión, así se hundieran en las cavernas. 




			 




			LOS SECRETOS DE UN SUMARIO 




			 




			Permítame el lector una breve digresión judicial, no como autodefensa sino como reflexión crítica de dónde estamos y dónde podemos llegar. Un sumario es una especie de organismo vivo en el que se van acumulando elementos y datos de forma provisional. Lo que hoy es evidente mañana puede cambiar o convertirse en un indicio que hace modificar el criterio anterior. La prudencia del instructor y del Ministerio Público que deben calibrar la importancia de los tiempos, los indicios y las medidas a tomar es clave en este asunto. Ya la centenaria Ley de Enjuiciamiento Criminal lo dice muy claro en su artículo 384 al citar los indicios racionales de criminalidad; no habla de pruebas porque la prueba es la que en el juicio oral va a demostrar la culpabilidad, o va a confirmar el principio de presunción de inocencia. Mientras tanto, los juicios y las valoraciones paralelas, supuestamente científicos, hechos fuera de la causa penal y ajenos por ello al principio de legalidad que preside la acción del juez, son muy peligrosos si no se guían por la mesura y la prudencia. En uno de esos juicios paralelos ajenos al principio de legalidad se llegó a afirmar alegremente o con la peor intención: «Se ha olvidado reflejar en un atestado un detonador» que luego resultó ser que era un motor de lavadora. O, por ejemplo, se han establecido conexiones imposibles entre un terrorismo jerarquizado, estructurado, hermético por cuestiones internas de seguridad y de sesgo laico, si no marxista, con otro cuya base es religiosa, con una estructura prácticamente horizontal y cuyo objetivo es el Estado islámico. No cabe la menor duda de que estas posturas e informaciones manipuladoras que he descrito atentan contra los principios y estructuras básicas de un Estado democrático, al tiempo que agravian profundamente a todo el cuerpo de policías e investigadores que sistemáticamente anteponen su indiscutible profesionalidad a sus propias ideas políticas, al descanso y acomodo personal. 




			Sea como fuere, la incidencia del terrorismo en la sociedad actual española y mundial es altísima, y estoy seguro de que el ciudadano de a pie tiene argumentos más que fundados de por qué es así. En mi caso, el terrorismo también ocupa un lugar preferente. Como su propio nombre indica, genera terror, desasosiego y, lo que es peor, una sensación de desesperanza invencible a veces auspiciada desde los estamentos oficiales contra la propia ciudadanía con la intención de generar miedo y desconfianza para sacar una rentabilidad política determinada. 




			Nunca he sido partidario de asustar con amenazas fantasma. Los malos gobernantes suelen recurrir a ese tipo de artimañas para arrancar un puñado de votos y mantenerse en el poder. Son votos nacidos del miedo, de los que, por desgracia, no faltan ejemplos en el mundo. Me vienen a la memoria las elecciones municipales celebradas en Nueva York en noviembre de 2005, pocos días después del evento que sirve de base a este capítulo, y cómo se presentó con grandes titulares y mucha fanfarria un posible atentado terrorista en el metro de Nueva York. El objetivo, desde mi punto de vista, no era otro que recordar a los votantes que la amenaza persistía y, por ende, el miedo, el cual debía hacer decantar la balanza a favor del mantenimiento en el poder de la administración conservadora. Lo mismo puede decirse en el caso de Irak o las elecciones norteamericanas de 2004. No creo que ninguno de mis colegas de la universidad tuviera alguna duda de que la amenaza terrorista contra el metro tenía más componentes de argumento de serie de televisión que de realidad, pero no dejaba de ser una broma pesada que cada cuatro años se volviera a jugar con la voluntad de las personas a base de miedos que la mente humana fabrica a modo de «coraza protectora». 




			Lo cierto es que en estos momentos nos hallamos en una situación poco inclinada a la alegría. Al-Qaeda se encuentra en un proceso de clara expansión, lo cual se pone de manifiesto tanto por el enquistamiento del fenómeno como por el recrudecimiento de viejos conflictos que parecían acabados (Somalia, Sudán, etcétera), unidos a los ya existentes en Afganistán e Irak y, sobre todo, en Pakistán. Huelga decir que las acciones militares no están produciendo los resultados deseables, como se demuestra de modo implacable en el caso de Irak, por ejemplo. Ya no hay duda de que la razón por la que se invadió ese país no fue ni por la existencia de armas de destrucción masiva ni por el inexistente terrorismo de al-Qaeda en suelo iraquí. Los intereses económicos y la superioridad militar de unos pocos se han impuesto y, cinco años después, los grupos terroristas, ahora sí con al-Qaeda instalada en Irak, constituyen la mayor amenaza a la seguridad del país y la región. En esta situación, con una guerra civil gestándose, se constata la triple acción desarrollada por el terrorismo yihadista: proselitismo, adoctrinamiento y captación de nuevos militantes, que se traducen en continuas acciones operativas en suelo iraquí, donde se ofrece, como otrora en Afganistán, un marco idóneo y una causa «justa» para el desarrollo del yihadismo. El error táctico cometido en Irak ha dado pie a la creación del mayor campo de entrenamiento del mundo, así como un magnífico laboratorio de ensayo para nuevas experiencias terroristas globales. El problema se nos vendrá encima cuando el campo de entrenamiento o acción mortal se traslade y se aproxime a nuestras casas. Argelia y Marruecos están muy cerca de España y el aliento de AQMI nos hiela la nuca y debilita nuestras defensas porque se trata de grupos locales que no necesitan ninguna coordinación o que alguien les dé la orden para cometer un atentado terrorista, ya que al-Qaeda en el Magreb funciona por libre, sólo inspirada por las consignas y el aroma yihadista que sus líderes ideológicos difunden por internet. Asistimos atónitos a un fenómeno de terrorismo global irreversible y de difícil erradicación en los próximos años, como acredita la actual situación en Pakistán con su reguero constante de atentados, como los perpetrados contra el partido de la asesinada (27 de diciembre de 2007) Benazir Bhutto, o el de 16 de febrero de 2008, con 37 muertos y más de 100 heridos; o la situación en Afganistán cada vez más preocupante con la aparición de los atentados suicidas: el de 17 de febrero de 2008 en Kandahar, con 80 muertos y varias decenas de heridos, y el último el 18 de febrero de 2008 contra un convoy de tropas extranjeras en Spin Baldak, al sur del país, en la frontera con Pakistán, en el que murieron 23 personas, la mayoría de ellas civiles. 




			Pese a todo lo dicho, esta realidad no significa que no haya posibilidades de afrontar con ciertas garantías de éxito la lucha contra el nuevo terrorismo. Se puede y se debe derrotar a esta etérea organización en todos sus frentes al mismo tiempo; no se trata de abrir un frente parcial e investigar su aparato político por un lado, y el militar por el otro, y luego sus mecanismos para la extorsión así como su frente de presos. No. Hay que afrontar la organización criminal, por muy sutil e inconexa que parezca, en toda su complejidad, sin perder nunca de vista que una organización terrorista es una organización criminal, con sus estructuras, sus canales de comunicación, sus tiempos, sus modos de actuar y de desarrollarse, sus vías de financiación y obtención de recursos, sus propios militantes a los que mantener y sus bases sociales en las que se apoya; y todo eso debe desarrollarse en el mundo en que vive, por clandestino que sea. Por tanto, para tener éxito, una estrategia antiterrorista debe afrontar todos los frentes por igual; de lo contrario, será el cuento de nunca acabar. 




			Lo sucedido en otros países demuestra que se puede tener éxito, como sucedió en Italia y en Francia y ha ocurrido también en Gran Bretaña, donde recientemente ha habido un proceso de paz, con su génesis y su desarrollo, en el que siempre ha estado presente esa visión de confrontación global. Desde este punto de vista, es mucho más fácil acabar con ETA que acabar con el terrorismo yihadista internacional, cuyos objetivos son inalcanzables, pues nunca logrará ni la abolición de Occidente, ni la desaparición total de las democracias laicas, lo cual no le impide persistir en su empeño. Como nunca alcanzarán sus postulados políticos-estratégicos y religiosos, sus militantes están abocados a una espiral de la violencia en pos de algo que es imposible de conseguir, de ahí que la dificultad de combatirlos sea mayor. 




			¿Cómo afrontar esta situación a corto, medio y largo plazo? A corto plazo se hace lo que se puede y lo que permiten las estructuras legales y jurídicas existentes, pero sería una grave irresponsabilidad por parte de cualquier país o institución no aprender de lo que estamos viendo y permanecer inactivos. Así pues, resulta imperativo acomodar las estructuras de los estados democráticos y de derecho para conseguir una mayor eficacia ante este movimiento terrorista. Ahí es donde radican de nuevo los problemas, pues no todos los países que padecen dicho fenómeno están actuando a la vez y no todas las estructuras internacionales se están moviendo en la misma dirección, debido a que todavía sigue abierto el debate de si una estrategia militarista o de difuminación de los límites del Estado de Derecho es mejor que otra basada en la modernización de las herramientas jurídicas para la investigación dentro de un marco de verdadera cooperación internacional para hacer frente a la amenaza. 




			Parece evidente que la primera postura pierde cada vez más apoyos, hasta quedar probablemente en lo que en realidad fue, la gran mentira de una administración iluminada no por la razón sino por la ofuscación y el interés económico. Como juez, me avergonzó que el propio fiscal general de Estados Unidos aceptara la posibilidad de emplear la tortura con los detenidos por terrorismo. Los ejemplos de Guantánamo, Abu Ghraib o Bagram escandalizan al mundo, y mucho más a la justicia, que está tardando lo indecible en reaccionar. Han tenido que transcurrir seis años, desde enero de 2002, para que esos casos se perciban como un gravísimo error en la lucha contra el terrorismo, que ha sido usado por muchos para permitir ilegalidades, y que ha servido de excusa a otros para desarrollar acciones tan condenables como los atentados terroristas. Y es que cuando se sobrepasan los límites y se pierde el equilibrio, crece la distancia entre el Estado de Derecho y los que, desde su seno, lo agreden instalándose cuando les conviene fuera de él. A pesar de todo ello, la solución de las comisiones militares ni es la mejor, ni va a solucionar el problema, ni va a recuperar la credibilidad de una política claramente negativa para acabar con el problema. 




			Sirva la siguiente anécdota para esclarecer lo que trato de decir: Cuando en 1978 las Brigadas Rojas secuestraron al político italiano Aldo Moro, al general Carlo Alberto Dalla Chiesa, jefe antiterrorista que sería asesinado por la Mafia en Palermo en 1982, sus subordinados le plantearon torturar a un detenido de aquella organización para que desvelara el paradero de Moro y así salvarle la vida. Ante tal situación, Dalla Chiesa dijo: «Italia se puede permitir la pérdida de Aldo Moro, pero no la práctica de la tortura». Aldo Moro murió, pero no se sobrepasaron los límites, fundamento en todo Estado de Derecho. Cuando se vulneran esos límites, el efecto producido es como mínimo injusto, porque se asume un papel decisivo sobre la culpabilidad o inocencia de la persona al margen de cualquier juicio o acción judicial. Del mismo modo, los denominados asesinatos selectivos o la eliminación de viviendas o de familiares de terroristas no tienen ninguna justificación, y tan sólo han agravado la situación de Gaza, y en general la de Israel y Palestina, escenificando el enésimo fracaso en la búsqueda de una paz que se representa casi imposible. 




			¿Qué se puede hacer contra el terrorismo? Lógicamente, si afirmamos que el fenómeno es muy complejo, tanto si nos referimos al terrorismo occidental tradicional como a las difusas redes yihadistas, la respuesta tiene que ser de alcance equivalente: es evidente que si nos disparan con tanques no podemos combatir con pistolas de agua, pues los tanques nos masacrarán. Lo que tenemos que hacer es utilizar todo lo que el Estado de Derecho nos ofrece y lo que la democracia nos autoriza a usar, en un intento de que las leyes sean justas y proporcionadas con respecto al fenómeno que se trata de perseguir. Para ello, es preciso la implantación de mecanismos que nos ayuden a tejer una red legal defensiva equivalente a la amenaza que sufrimos, que nos permita oponer resistencia a los que tratan de romper la convivencia pacífica con todos los mecanismos a nuestro alcance, ya sea a nivel local, regional o internacional. 




			Pero si sabemos lo que hay que hacer, ¿qué es lo que sucede? Pues que entre quienes nos enfrentamos al terrorismo muchas veces falta coordinación y, con demasiada frecuencia, no ponemos en común nuestros esfuerzos y conocimientos conjuntos. Por ejemplo, a algunos jueces y fiscales les falta una verdadera conciencia de lo que llevan entre manos y el alcance del fenómeno al que se enfrentan para desentrañar todas sus tramas y recovecos. No podemos dudar a la hora de definirlo, entenderlo y perseguirlo. A veces me asusta que la confrontación con este fenómeno global no sea proporcionalmente adecuada y que no tengamos dispuestas y bien engrasadas nuestras «armas». Para que esto no ocurra, se necesita una acción conjunta y coordinada con la que, desde los diferentes frentes, dar una respuesta pluridimensional e incisiva, apuntando al núcleo de las redes y de las organizaciones. 




			Tradicionalmente, el desatino y el solapamiento de muchas acciones han sido fruto de la falta de solidaridad de los profesionales (policías, servicios de inteligencia, jueces, fiscales de uno o varios países), lo cual, indirectamente, ha incidido de forma negativa en la seguridad de los ciudadanos. 




			Quien posee la información —que no es propiedad de nadie— debe compartirla, pues en el tema que nos ocupa nos va la vida. Sin embargo, y por dura que resulte esta afirmación, lo que sucede habitualmente en la trastienda de las investigaciones es que cuando alguien agarra una información no la suelta, sin importarle que el uso egoísta de la misma pueda provocar un hecho luctuoso como un atentado, o que haya permitido la huida de un terrorista. 




			Para evitar estas circunstancias, es imprescindible establecer redes de cooperación efectiva en marcos regionales lo más amplias posibles. Quizá la Unión Europea sea el ejemplo más paradigmático para explicar lo que digo: se trata de establecer un espacio en el que las legislaciones vayan convergiendo en torno a unos puntos esenciales, y de acostumbrarse a una forma de actuar y de compartir información, en una cooperación y trabajo conjuntos para la investigación. Quien no lo haya vivido no se puede imaginar el problema que suponía hace diez años obtener una información de Francia o que Francia la obtuviera de nosotros, si bien es justo decir que esta última vía era más rápida: al ser nosotros los que más sufríamos el azote del terrorismo, la reacción era inmediata porque la herida supuraba, mientras que el que no tenía el problema vivía un poco ajeno al mismo, y cuando se le hablaba del terrorismo decía: «Eso no es cosa mía». La relación con Francia era verdaderamente un enredo por toda la serie de trámites y formalismos exigidos para transmitir una información. Afortunadamente, hoy las cosas han cambiado con nuestro vecino del norte, si bien hay otras naciones con las que, por falta de confianza, se hace muy difícil compartir información. 




			No obstante, pese a que la eficacia va en aumento y se consiguen metas hasta hace poco impensables, los efectos del terrorismo son tan devastadores que un solo caso puede dar al traste, ante la sensibilidad de la ciudadanía, con todo lo bueno que se ha hecho hasta ese instante. Quizá no estaría de más hacer una campaña informativa dirigida a la opinión pública sobre el trabajo que realizan todos los implicados en la lucha contra el terrorismo, y transmitir confianza a los ciudadanos con lo que se está haciendo. Creo que es en ese punto donde fallamos o donde fallan las instituciones, seguramente por una falta de transparencia informativa del trabajo que se está llevando a cabo. 




			En este sentido, varios periodistas especializados en estos temas me han comentado en privado las enormes dificultades que tienen para obtener información rápida y veraz que vaya más allá de la ridícula nota informativa que facilitan los gabinetes de prensa policiales, y no me atrevo a repetir aquí las gruesas palabras que suelen dirigir al silencio informativo que padecen desde el entorno de la justicia. En mi opinión, sería conveniente que las instituciones implicadas en temas tan delicados como el terrorismo y el crimen organizado en todas sus facetas pudieran acercarse a la ciudadanía dando información de mayor calado y profundidad, sin que por ello se vulnere el secreto de sumario ni que se difundan datos que puedan comprometer las investigaciones en curso. La falta de transparencia suele poner mucho más de relieve las contradicciones y los errores que los éxitos, de tal suerte que los fracasos, reales o aparentes, se traducen en alarma, sólo justificada cuando hay atentados masivos. En otras palabras, los principios de solidaridad y confianza, incluidos los medios de comunicación, son fundamentales. 




			Las tristes experiencias del 11-S, del 11-M y de los atentados de Londres de julio de 2005, como las vividas en Kenia y Tanzania tiempo atrás, nos enseñan que es imprescindible actuar, sobre todo en lo que a terrorismo internacional se refiere, de forma digamos que preventiva o con una «investigación de aguas arriba»; es decir, no esperar a que el ataque se produzca, sino adelantarnos al mismo, pues se trata de una lucha desigual en la que al terrorista no le importa morir en el intento, lo cual dificulta sobremanera las tareas policiales de protección sobre el terreno, tareas que bajo estas circunstancias pierden un altísimo porcentaje de eficacia. El asunto se simplifica de la siguiente manera: ¿puede evitar la protección convencional que un suicida estrelle un coche bomba contra un edificio? La respuesta es también simple: no. 




			Dicho esto, hay que tener mucho cuidado en cómo afrontamos las actuaciones preventivas porque tenemos unas reglas y no se puede ir más allá de lo que éstas permiten, como bien saben los estudiantes de derecho, que distinguen entre los actos ejecutivos, los actos preparatorios y lo que es la simple ideación de una futura acción criminal que está en la mente y no fuera de ella. Condenar sólo por pensar sería evidentemente ilegal e inaceptable, pero no así actuar en esa línea divisoria donde se comienzan a desarrollar los «actos ejecutivos». Ahí no sólo es conveniente, también resulta necesario intervenir. Sirva el siguiente ejemplo para ilustrar el trabajo en esta línea que he denominado «preventiva»: en 2003 comenzamos —y hablo en plural porque en este tipo de pesquisas participan decenas de personas— a investigar lo que se conocía como el aparato de captación de ETA. Después de la detención de uno de sus responsables conocido como Susper, aparecieron en la documentación intervenida en Francia claves, datos, etcétera, que aparentemente no decían nada, hasta que los servicios policiales, en un trabajo ímprobo de inteligencia, empezaron a descifrar el galimatías. Las claves de Susper permitieron destapar todo el proceso de captación de algunos miembros y su ingreso inmediato en la organización, lo cual llevó a la neutralización y enjuiciamiento de más de cien personas vinculadas a la banda terrorista. 




			En algunas conferencias a las que he asistido sobre terrorismo, el representante de Estados Unidos argumenta que los europeos tenemos mucha suerte porque en España es delito la pertenencia a una organización terrorista, así como en Francia lo es la asociación de malhechores: «Ustedes tienen una figura delictiva que nosotros no podemos tener y hasta que se produce la evidencia concreta no podemos actuar». Esa afirmación es cierta, pero a costa de sufrir muchos años, hasta que el Estado y la legalidad se han ido ajustando a ese equilibrio de respeto a las garantías, respeto a la Constitución y eficacia frente a la acción terrorista. En esa dinámica es en la que hay que seguir. 




			A la pregunta de cuál es la importancia de la amenaza terrorista en España debe contestarse siempre con relatividad. Ni que decir tiene que hoy por hoy en nuestro país la respuesta respecto de ETA es extrema, como vemos a diario, si bien gracias a los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado, así como a la importantísima cooperación internacional, se logran neutralizar múltiples acciones, la última de ellas con la detención de varios miembros de ETA en Francia (16 de febrero de 2008). Aparte de la eficacia de las instituciones, también debe reseñarse la acción sostenida contra el denominado «entorno etarra», que continúa centrado en la ilegal Batasuna y su entorno, en la nueva dimensión que ha asumido en los últimos meses, y el resultado de la sentencia pronunciado el 19 de diciembre de 2007 por la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional contra todo el entramado político social y mediático de la organización terrorista (ETA-KAS-EKIN-XAKI). 




			En cuanto al terrorismo global, el asunto es de difícil análisis. Hay voces, incluso en los sectores judicial, político y mediático, que niegan la amenaza yihadista, a pesar de ser una realidad que se expande por Europa como aceite sobre agua: así, el 29 de junio de 2007 se frustró en Londres un doble atentado con coches bomba y al día siguiente se evitó otra acción violenta contra el aeropuerto de Glasgow; lo mismo ha sucedido con otros intentos de atentados yihadistas en Francia, Alemania, Dinamarca, Italia y España; el día 6 de noviembre se descubrió una trama islamista en Italia que tenía en su poder sustancias venenosas; el mismo 6 de noviembre de 2007 hubo cien muertos en Afganistán en un ataque; sin olvidar la declaración del estado de excepción en Pakistán ese mismo mes de noviembre tras los reiterados atentados masivos y el incremento de la violencia y la radicalización de los islamistas paquistaníes, factor de riesgo constante, como lo demostró el terrible atentado contra los seguidores de Benazir Bhutto que celebraban su regreso al país el 18 de octubre, su asesinato el 27 de diciembre, o el último ya citado de 16 de febrero de 2008. Estos hechos ponen de manifiesto que no es una amenaza fruto de la imaginación de algún iluminado, sino algo real y letal.[1] 




			En cualquier caso, hay que estar muy atentos precisamente por nuestra proximidad a las acciones de al-Qaeda en el Magreb. Argelia y Marruecos han sido y siguen siendo escenarios de actos terroristas, especialmente Argelia. Y no olvidemos, respecto a nosotros, las amenazas constantes sobre al-Andalus, Ceuta y Melilla por parte del número dos de al-Qaeda, al-Zawahiri, y de al-Qaeda en el Magreb islámico (AQMI) que han despertado todas las alarmas de la inteligencia y seguridad del Estado español. Al-Andalus se ha convertido en una causa por la que «todo buen musulmán» debe luchar, lo cual no es ninguna broma. 




			A modo de ejemplo, en un comunicado de fecha 20 de septiembre de 2007, líderes de al-Qaeda en Irak y al-Qaeda en el Magreb islámico aludían a un Estado islámico desde China hasta España «para liberar al país usurpado de al-Andalus», en el que de nuevo al-Zawahiri recordaba a la segunda organización que el objetivo de «restaurar al-Andalus es un compromiso sobre los hombres de la umma, en general, y sobre vuestros hombres, en particular, y no podéis hacer esto sin antes limpiar el Magreb del islam de los hijos de Francia y España». Al día siguiente de este comunicado, tuvo lugar un atentado reivindicado por AQMI contra un vehículo en el que viajaban trabajadores franceses, en el que resultaron heridos dos ciudadanos de esa nacionalidad, un italiano y varios policías que los escoltaban. Más recientemente, en fecha 14 de diciembre de 2007 Ayman al-Zawahiri aludió expresamente a España diciendo: «Juramos por Dios que no abandonaremos las armas, no detendremos nuestra guerra santa, no renunciaremos a nuestras creencias ni a al-Andalus, Ceuta, Melilla, por mil conferencias de Oslo, Annapolis, Londres o Salahadin que se celebren…», de lo cual se desprende la intención de al-Qaeda de continuar la lucha hasta la incorporación de al-Andalus (España), y más concretamente de dos ciudades españolas del norte de África. En una entrevista de 16 de diciembre de 2007 el número dos de al-Qaeda volvió a mencionar entre sus objetivos España. 




			 




			EL TERRORISMO A DEBATE 




			 




			Llegado a este punto, el lector me reprochará no haberle dicho todavía el título académico del encuentro que organicé en Nueva York, «Uso de la seguridad y defensa y sus impactos en la ciudadanía», pero, que no se lleve a engaño, porque queríamos hablar de terrorismo y eso es lo que hicimos. En esa ocasión, el aula de la Universidad de Nueva York acogió a José Miguel Insulza, secretario general de la Organización de Estados Americanos (OEA), a Charles E. Frank, del departamento antiterrorista del FBI, a María Emma Mejía, negociadora con el Ejército de Liberación Nacional (ELN) de Colombia, al senador John Kerry, miembro de la Comisión de Investigación del 11-S, y a José Bono, entonces ministro de Defensa español y ahora presidente del Congreso, y a un servidor. 




			Después de esta extensa introducción, y antes de seguir con la crónica de lo que allí se dijo, me veo obligado a admitir que en materia de terrorismo tengo las ideas mejor formadas que en otras. Mis años de carrera como juez me han dado la oportunidad de ver la cara del terrorismo con la misma cercanía y soledad a veces que la de un torero cuando el toro se arranca sobre el capote. He visto a una entrañable compañera y a otros amigos a los que jamás olvidaré muertos, he visto cuerpos destrozados, vidas rotas, familias literalmente deshechas, y he visto a terroristas reírse por todo el dolor que habían causado sin que en su alma apareciera la más mínima sombra de arrepentimiento; he visto todo eso en la calle, en el lugar de los hechos y en mi despacho de la Audiencia Nacional, por donde han pasado muchos seres deshumanizados para los que matar a un semejante de un tiro en la nuca o volar un edificio lleno de gente no les había supuesto ningún trauma; tipos con familia que quieren a sus madres, a sus perros y a sus hijos, pero que matan con tanta facilidad que más de una vez me los he imaginado, mientras los interrogaba, como jefes de un campo de exterminio nazi o como entusiastas integrantes de los jemeres rojos camboyanos; personas que no dudarían ni un segundo en matarme y que me consta que lo han intentado varias veces y lo volverán a hacer. 




			También he visto a altivos terroristas derrumbarse cobardemente al ser interrogados y a otros que, pese a ser conscientes de las pruebas acumuladas sobre ellos, no daban ni un paso atrás y ni siquiera apartaban la vista al mostrarles las fotos del daño físico y moral irreparable que habían causado, y lo que es más chocante para los que hemos sido educados en un sistema de valores occidentales: he conocido a seres humanos que imploraban a sus líderes que les hicieran el honor de dejarles ser los primeros en suicidarse con una bomba, haciéndola estallar en algún lugar atestado de gente. 




			En todo caso, mi intención a la hora de escribir este capítulo no ha sido el estudio en profundidad del terrorismo ni del terrorista, objetivo que desbordaría esta obra, sino la de transmitir, a la manera de un periodista, lo que considero la esencia de mi experiencia académica norteamericana, y, con ello, suscitar la reflexión. Sin embargo, en Nueva York era difícil no recordar el 11 de septiembre de 2001, sobre todo si como en mi caso no sólo por mi profesión tenía que hablar del tema, sino que además desde mi terraza, cada día veía la denominada Zona Zero y tenía presentes las Torres Gemelas y el año que subí a ellas por primera vez, en 1994. Hablar de violencia y terrorismo sin que me vinieran a la mente recuerdos e imágenes que han marcado profundamente mi vida era difícil, lo mismo que me sucede ahora. En la tranquilidad de mi vuelo transatlántico, mientras repaso notas y escribo en el ordenador con la débil luz del asiento, vuelven a aflorar esas imágenes con la misma intensidad que en la ciudad norteamericana. Recuerdos y vivencias que el elemental derecho a la intimidad de las víctimas y el código ético de mi profesión me impiden contar con detalle como sería mi deseo, ya que creo que darían una visión más precisa de qué es el terrorismo. No obstante, permítame el lector una pequeña confesión: una de las emociones más intensas de mi vida fue oír cómo la debilitada voz de un secuestrado por ETA surgía del inhumano zulo en el que le habían confinado; oír la voz de aquel hombre como un susurro lejano tras una noche de desesperada búsqueda, cuando ya creía que nunca le hallaríamos vivo, supuso una emoción indescriptible; como también lo fue ver su cara al alcanzar la libertad, delatando el profundísimo sufrimiento que padecía, del que seguramente jamás se recuperará, así como observar el contraste de la humanidad de los agentes de la Guardia Civil que rescataron a la víctima con la inhumanidad de los terroristas que lo mantenían cautivo, uno de los cuales estuvo presente, impasible, durante la búsqueda sin ofrecer la más mínima pista que permitiera encontrar a un hombre que mantenían enterrado en vida. Incluso ante la pregunta de si había alguien en la nave en la que estaba el agujero bajo una prensa hidráulica, dijo: «No, está sólo el perro». Y es que con el terrorismo, bajo sus múltiples facetas, he sentido rabia, dolor y ganas de pelear con todas las armas que me otorga la ley. Así que en este asunto no soy ni neutral ni distante. Quiero demasiado a la justicia y he visto demasiadas barbaridades para serlo. Y debo mantenerme en esa postura aunque los ataques vengan de donde nunca me podría imaginar que vendrían. 




			En el debate neoyorquino sobre terrorismo, José Bono lanzó un sencillo mensaje que los estadounidenses, sensibilizados con el 11-S, quizá comprendieron mejor que en otras ocasiones: «España, un país de 42 millones de habitantes, está entre los primeros países del planeta en cuanto a víctimas del terrorismo con más de 1.200 asesinados». Y añadió una certeza que, no por incuestionable, hay que dejar de repetir, pues se tiende a olvidarla tanto a título individual como estatal: las armas de los terroristas no son las nuestras. «Un terrorista ha demostrado poder hacer más daño que todo un cuerpo de ejército convencional. Sin embargo, el imperio de la ley es una conquista de siglos que en ningún caso podemos dejar a un lado a la hora de luchar contra los terroristas. Debemos actuar con la ley, y hacerlo con la máxima contundencia.» 




			El entonces ministro insistió en desmitificar al terrorista, que en ningún caso es un combatiente, sino un simple asesino, y con razón proseguía: «Todos los terroristas quieren salvar a sus pueblos, pero acaban matándolos. No conozco ni una sola causa ideológica, religiosa ni de ningún tipo que no haya quedado severamente manchada en el momento en que la han tocado los terroristas». Para terminar, Bono insistió en la necesidad de entender que lo que choca no son las culturas ni las civilizaciones ni las religiones ni las ideologías, «chocan los fanáticos». Es difícil discrepar con la exposición de José Bono, con el que coincido en que, desde el punto de vista global, una de las tareas más urgentes que tienen los gobiernos de todo el mundo es cultivar, cuidar e invertir en aquellos territorios donde se siembra la semilla del terrorismo; zonas donde hay conflictos endémicos; áreas del planeta donde se vive permanentemente en la violencia, en el agravio, en la pobreza, en la miseria; motivos todos ellos que los terroristas exhiben como justificación a sus crímenes de lesa humanidad. 




			Un invitado de excepción fue el senador estadounidense John Kerry, que se mostró tajante en su intervención: «No estoy de acuerdo, tanto si te preocupa la pobreza como si no, con que ésta se puede utilizar para justificar actos terroristas contra poblaciones indefensas». Para contextualizar las palabras de Kerry, hay que tener en cuenta que fue miembro de la Comisión del Senado de Estados Unidos que investigó los ataques terroristas del 11-S y que siempre fue partidario de la intervención militar en Irak. Puso como ejemplo Angola, y todos los errores que Estados Unidos cometió allí: «Es probable que yo estuviera de acuerdo con esa crítica, pero eso no cambia la necesidad más importante que tienen los angoleños, que es lograr un Gobierno atento a sus problemas. Podemos mandar toda la ayuda del mundo a Angola, y un alto porcentaje acabará en Suiza. Creo que fuimos demasiado lejos y por ello socavamos nuestra autoridad moral. Pero hay momentos en que tenemos que recurrir a nuestro ejército para darle una oportunidad a la democracia; si no, no sobreviviría ni el Estado ni la nación». 




			Cuando se oye hablar de terrorismo a un ciudadano de Estados Unidos se percibe de inmediato que hay un antes y un después del 11 de septiembre de 2001, fecha a partir de la cual se nota que la nación ha padecido los horrores de un ataque en su propio territorio, porque hasta entonces sólo los había sentido muchos años atrás en su guerra de Secesión o con ocasión del ataque japonés a Pearl Harbor. Antes del 11-S, la ciudadanía norteamericana tenía una percepción distante del terror, al contrario de Europa, que en un solo siglo había sido el campo de batalla de dos guerras mundiales con un terrible balance de millones de muertos y miles de ciudades destruidas. Sin embargo, que el lector no malinterprete mis palabras, pues no le quito ni un gramo de mérito a la sangre derramada por Estados Unidos en defensa de la democracia y la libertad mundial en la batalla contra el nazismo, el fascismo y el totalitarismo. Me refiero a que hasta el 11-S, Estados Unidos no había sufrido en su propio territorio el ataque masivo de un enemigo exterior, un ataque que, por otra parte, la industria cinematográfica había imaginado bajo distintas formas y que se quedaba atrás en cuanto se encendían las luces de la sala y los norteamericanos salían a la calle, comprobando aliviados que todo seguía igual, que ningún alienígena ni ningún terrorista había destruido su país. 




			Pero el 11-S lo cambió todo, tanto que la realidad parecía ficción, con la macabra diferencia de que cuando se encendían las luces de la sala los muertos eran de verdad y los edificios habían desaparecido. Desde el punto de vista territorial, Estados Unidos dejó de ser invulnerable, y los estadounidenses comprendieron en su propio dolor el dolor de los otros. Sin embargo, los cambios en el área de seguridad a expensas de la libertad han sido y son una vieja práctica ancestral. 




			Sobre ese tema habló Charles E. Frank, del departamento antiterrorista del FBI, que era de la opinión de que el apoyo de la gente era fundamental para tener éxito, así como de que todo Gobierno necesita dicho apoyo para imponerse a la tiranía del terror. Por eso, al concederle al FBI y a otras agencias de seguridad poderes adicionales, los legisladores estadounidenses lo han hecho con mucho cuidado ante la preocupación de cómo debe actuar un servicio de seguridad interior. Para Frank, «la pregunta realmente complicada es: ¿puede el ejército llevar a cabo ciertos tipos de investigaciones u operaciones de inteligencia en el ámbito interno de Estados Unidos? Y de ser así, ¿lo debe compartir con otros servicios? ¿Cómo debemos trabajar con nuestros colegas y con otros departamentos y otros países sin que necesariamente acabemos solapando la jurisdicción y la responsabilidad de cada uno?». 




			Según Frank, la obsesión estadounidense con el enemigo soviético durante la guerra fría postergó las investigaciones sobre terrorismo islamista, y ahora se estaba pagando por ello, aunque evidentemente todo cambió tras el 11-S. John Kerry no quiso perder la oportunidad de terciar en el discurso del FBI para matizar la idea de amenaza que padecía Estados Unidos y hacerla más comprensible para nosotros los europeos: «Estados Unidos está mucho más seguro tras el 11-S, aunque el presidente se equivocó al presentar esto como una batalla entre el bien y el mal y usar el lenguaje religioso para hablar del conflicto en vez de haber aportado un contexto histórico. El vacío político en Oriente Próximo contribuyó a que Irak invadiera Kuwait, igual que la desintegración de Yugoslavia fue una consecuencia directa del fin de la guerra fría. El hecho de que Afganistán se convirtiera en un santuario para el terrorismo islamista está sin duda relacionado con la formación de terroristas islamistas a los que teníamos en gran consideración mientras sus armas apuntaban a las fuerzas soviéticas en ese país». 




			El mundo contemporáneo es muy vulnerable al terrorismo usado como táctica contra poblaciones civiles para no sólo entorpecer, sino también mermar la voluntad democrática de buscar objetivos políticos a largo plazo; en esto Kerry tenía toda la razón, pero fue más allá en la autocrítica: «Creo que con la política seguida en Guantánamo hemos violado un principio fundamental de la democracia y hemos complicado que se mantenga el apoyo necesario para que nuestro trabajo contra el terrorismo sea eficaz. A veces hay que hacer cosas excepcionales, pero cuando la excepción se convierte en la norma, resulta muy arduo que la gente entienda que lo más difícil en una democracia es compatibilizar los derechos individuales con la necesidad de seguridad», en clara alusión a que la Patriot Act había llegado demasiado lejos. 




			Si hay algo que se desprende de lo dicho hasta ahora es que nos enfrentamos a un fenómeno universal. Creo que a nadie se le escapa que, hablemos de ETA, del yihadismo o de cualquier otra forma de violencia terrorista similar, estamos refiriéndonos a un fenómeno que comprendemos pero que es muy difícil de definir. ¿Acaso el lector no está de acuerdo? Pues le hago una propuesta: reúnase con unos amigos y trate de explicar qué es el terrorismo. Verá que no es tan fácil, y menos aún si se abre un debate entre su grupo. Lo más seguro es que cada uno lo interpretará a su manera e incluso se dará el caso de que lo que es terrorismo para unos no lo será para otros. Sin embargo, resulta más fácil cuando no se trata de definirlo académicamente, pues en el plano sentimental todos sabemos exactamente a qué nos estamos refiriendo. 




			De la vieja costumbre que tengo de guardar, o, mejor dicho, de anotar todo lo que me interesa, he rescatado de mis cuadernos, más bien desordenados, una entrevista a Javier Rupérez[2] en la que explicaba que en el suplemento de 1798 del Dictionnaire de l’Académie Française se definía el terrorismo como système, régime de la terreur («sistema o régimen del terror). Sin embargo, en la misma línea con lo que trato de exponer, añadía que el primer obstáculo con el que nos topamos al analizar el terrorismo es precisamente la imposibilidad de dar con una definición única y unívoca. Quizá el nuevo convenio sobre el terrorismo consiga poner de acuerdo por fin a las naciones sobre esta definición. Javier Rupérez era en ese momento director ejecutivo del Comité Antiterrorista de la ONU, y compartí con él estos debates en la Universidad de Nueva York y en el Comité Antiterrorista de las Naciones Unidas, como por ejemplo el del 12 de mayo de 2005, fecha en que abogué por la necesidad de que la ONU se implicase mucho más en la lucha antiterrorista, como único organismo que podía paliar las reticencias que surgen inevitablemente cuando se trata de abordar este tema entre distintos países. «El terrorismo —decía Javier Rupérez, conocedor forzoso de esta materia, ya que fue secuestrado por ETA— es la violencia indiscriminada contra civiles y no combatientes por parte de agentes no estatales con el propósito de obtener ventajas políticas. Es una definición jurídico-legal por una parte, pero también su percepción. A partir de ahí surgen las complicaciones, ya que hay países que no la aceptan y sostienen que esa definición no aclara el concepto de lucha de liberación. Y a otros no les gusta porque no explica el papel de los ejércitos.» 




			Parte del problema, como decía Rupérez, es que los terrorismos son distintos, si bien al final resultan iguales, ya que pese a tener motivaciones diferentes, los métodos los aúnan. Por ejemplo, el terrorismo yihadista es distinto de los terrorismos convencionales, como el de ETA o el del IRA. «El terrorismo islamista tiene una pretensión globalizadora. No trata de cambiar un determinado régimen político. Trata de destruir un sistema de civilización —decía Rupérez, y concluía—: Ante la situación mundial, Naciones Unidas tiene que ser más ágil y menos burocrática. Naciones Unidas podría hacer mucho más en la lucha contra el terrorismo, pero también Naciones Unidas es lo que es y no es lo que no es. Naciones Unidas no es un ejército mundial, ni una policía mundial. Naciones Unidas es un sistema legal que cuenta con la voluntad de los estados miembros y que, cuando no hay voluntad, pues…», y dejó la frase en suspenso, seguida de un silencio más esclarecedor que cualquier explicación. 




			Creo que merece la pena quedarse con una de las reflexiones de Rupérez, que hizo suyo el proverbio chino que reza «Nada es real para nosotros salvo el hambre», para advertir que, para muchos de nosotros, nada es real salvo el terrorismo. Su experiencia personal es reveladora en este sentido, en un país donde hemos sido capaces de establecer una democracia, de imponer los valores democráticos y de la libertad, al mismo tiempo que el terrorismo nos ha acompañado siempre, en el caso de Javier por causas distintas: «El terrorismo ha estado conmigo porque me involucré mucho en traer la democracia a mi país y tuve que sufrir un secuestro en 1979. Recuerdo muy bien aquellos años a finales de los setenta y comienzos de los ochenta, en que vivíamos con la ansiedad de no saber qué nos iba a pasar al día siguiente porque el terrorismo nos golpeaba muy duro casi a diario y sabíamos que lo que intentaban lograr era precisamente limitar el proceso democratizador, abortarlo, imposibilitar la democracia. La sensación de vivir con tal ansiedad era la sensación generalizada en el país. Recuerdo ir por Madrid tras uno de los numerosos atentados que tuvimos que sufrir en esos años, y la sensación era que cualquiera de la derecha o de la izquierda podía acabar con las libertades que tanto nos había costado conseguir». 




			 




			LA REALIDAD DE LOS ATENTADOS 




			 




			Rupérez no pudo evitar emocionarse al recordar otros actos terroristas de nuestra historia reciente, como el golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, un auténtico acto de terrorismo para acabar con los demócratas que sirvió sin embargo para consolidar la democracia, o los asesinatos de Gregorio Ordóñez, concejal de San Sebastián, en 1995, o de Miguel Ángel Blanco, el joven concejal de Ermua, en 1997. «Esos dos asesinatos produjeron una reacción de la sociedad española, que de nuevo mostró la determinación de no dejar que los terroristas acabaran con nuestras libertades. Pero al tiempo con mucho sufrimiento, el sufrimiento de ser incapaces de acabar con este tipo de asesinatos ciegos», lamentó Rupérez. Al embajador de España en Estados Unidos, el 11 de septiembre le sorprendió en Madrid, con su hija en Washington, y el 11 de marzo, en Washington. Rupérez aún recuerda conmovido «cómo me despertaron hacia las tres de la mañana para decirme que escenas de violencia sin precedentes habían ocurrido en mi ciudad natal. Inmediatamente me acordé de cómo, tras ser liberado por mis secuestradores, lo primero que hice fue dar unas vueltas en coche por Madrid con mi familia y mis amigos y por las calles vi unas pintadas que decían “Libertad para Rupérez”. La lección que saqué es que tenemos una gran capacidad para darle vueltas a nuestros propios problemas, nuestro propio sufrimiento, pero que también es muy importante, necesario e indispensable que recordemos a aquellos que ya no están con nosotros, que recordemos los sufrimientos que hemos pasado, la incertidumbre que no merecimos, las vidas perdidas, la destrucción material». 




			 




			COLOMBIA. SIEMPRE COLOMBIA 




			 




			Fue una sesión inolvidable en la que abordamos muchos temas, entre ellos el que sugirió la ex ministra de Asuntos Exteriores de Colombia, María Emma Mejía, acerca de si se puede considerar a las guerrillas como organizaciones terroristas, en concreto las colombianas. La señora Mejía, negociadora con el Ejército de Liberación Nacional en Colombia, veía en este país el principal problema en seguridad y defensa para la región de América Latina, no en vano es el segundo país con crisis humanitaria del mundo, después de Sudán, según las Naciones Unidas. 




			Colombia es la segunda democracia más antigua de América Latina con una economía sólida, pero simultáneamente existe una presencia insurgente muy fuerte, el marxismo-leninismo de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), el Ejército de Liberación Nacional (ELN), con gran influencia guevarista, y siete movimientos de distinto signo (trotskistas, maoístas…), llegando a un total de unas 50.000 personas alzadas en armas, sin contar a los paramilitares, que en número aproximado a los 24.000 se han desmovilizado al amparo de la denominada y cuestionada Ley de Justicia y Paz (hoy ascienden a más de 33.000). 




			«Ese número de personas —decía la ex ministra— tiene a punto de jaque mate a la región, inclusive a la principal potencia del mundo. Mientras en América Latina han ido desapareciendo los grupos insurgentes, en Colombia no, porque en los ochenta se casan, en un nefasto matrimonio que no hemos podido divorciar, el narcotráfico y la insurgencia. Y para acabar, surge una contrainsurgencia, los paramilitares.» 




			Cabe recordar que en 2000 surgió el Plan Colombia, la mayor intervención de Estados Unidos en el hemisferio, que ha supuesto 4 billones de dólares en ayuda, 1,8 millones diarios. Así, Colombia pasó en cuatro años de 180.000 hectáreas a 80.000 hectáreas de cultivos ilícitos, pero ha llegado un momento en que es muy difícil erradicar más hectáreas. Además, en la política internacional, el Plan Colombia ha sido muy complejo en la región, con Ecuador y con Venezuela implicados, lo que ha hecho que el componente ideológico haya vuelto a estar presente. En este punto, le planteé a la ex ministra, cuya permanente voluntad negociadora conozco bien, si era posible hablar de una solución negociada para acabar con los grupos guerrilleros y, en una demostración de sinceridad, contestó: «Realmente no encontramos una guerrilla todavía con deseos de sentarse aquí, en esta silla, y de poder estar en este panel y no alzar las armas contra un Estado de Derecho». Como vemos, en este contexto volvía a aparecer el tema de la negociación y de la disposición de las organizaciones terroristas, o que emplean métodos terroristas, a alcanzar una solución negociada. 




			Quizá sea éste un buen momento para hablar de la denominada Ley de Justicia y Paz de 2005, cuya aplicación en Colombia busca algo harto complicado, conciliar una solución negociada a la violencia armada con la aplicación de una justicia ciertamente transicional y a la vez reparadora de las víctimas. La situación no es nada pacífica, pero sí un intento de solucionar la espiral de violencia en Colombia que dura más de cincuenta años. Desgraciadamente, los dos grupos guerrilleros, las FARC y el ELN, no aceptan dicha posibilidad, mientras que las denominadas Autodefensas Unidas, es decir, los paramilitares, sí. A finales de 2007 se habían desmovilizado 33.000 paramilitares y 12.000 guerrilleros. La aplicación de la ley por parte de los fiscales colombianos, a través de la Unidad Especial de Justicia y Paz, está siendo efectiva, aunque aquéllos están desbordados por la titánica labor que desarrollan, la ingente cantidad de temas pendientes y el escaso número de profesionales que forman los equipos. En todo caso, es una norma discutida por organismos de derechos humanos, de los que hablaré más adelante, especialmente por la falta de proporcionalidad entre la pena alternativa máxima posible (ocho años de privación de libertad) y la gravedad de las conductas imputadas (lesa humanidad). Siendo esto cierto, habrá que esperar a ver cómo se conjugan los diversos elementos y mecanismos para hacerla realmente efectiva y que se aplique con igualdad a todos aquellos que participaron en estos actos atroces, sin distinción de su sesgo político, económico o de poder (resulta especialmente positivo el esfuerzo que las Cortes Suprema y Constitucional están realizando para hacer realidad el cumplimiento de esos principios) y desde luego profundizando en la reparación de las víctimas, verdadero objetivo de esta norma, si se quiere que resulte realmente creíble. 




			Faltaba por oír la voz de la organización regional más importante de la zona, la Organización de Estados Americanos (OEA), representada en la figura de su secretario general, José Miguel Insulza, que habló de las fuentes de inseguridad e inestabilidad de la región latinoamericana. Recordando su asistencia a un seminario celebrado en Santiago de Chile en 1967, nos puso al corriente de cómo la violación de los derechos humanos en Colombia ya era entonces una materia de estudio, es decir, estábamos hablando de un conflicto que se arrastraba desde hacía más de cuarenta años. Insulza destacó cómo la estabilidad actual no estaba amenazada por militares ni ideologías, sino por problemas de gobierno, de gestión democrática. Mucha gente en América Latina cree que la democracia no ha traído todo lo que debería. Por eso, no veía estas crisis internas como un problema de seguridad, aunque hubiera elementos preocupantes, como el crecimiento del gasto militar del 59 por ciento en la última década o la cuestión de las minas antipersona. A Insulza le preocupaba sobre todo que la situación actual en el Caribe pudiera traer complicaciones, porque la política de esa zona giraba en torno al petróleo. «Ninguno de los países pequeños tiene petróleo y eso les afecta, así como la posibilidad de obtener esta energía de uno de sus vecinos más grandes. Esta falta de petróleo en las islas es muy importante y problemática.» 




			Evidentemente, todo ello sin olvidarse de la seguridad humana y los problemas interrelacionados con el narcotráfico, el crimen organizado y la criminalidad callejera (las maras), que tienen atemorizado a todo el mundo en América Latina. «El crimen aumenta en la región y la policía es débil. Los dos mayores problemas para la población son la pobreza y la inseguridad. Basta detenerse en la situación actual de México o algunos países centroamericanos para darnos cuenta de que todavía falta un largo camino para reducir a unos límites aceptables los índices de violencia.» 




			En cuanto al caso colombiano, hubo dos comentarios suyos dignos de reseñar, cuando dijo que en conflictos tan largos como el colombiano se pisotean los derechos humanos —el mandato de la OEA incluía también los temas de verdad y justicia—, así como su firme declaración: «No creo que sea posible, en un proceso de desarme que tenga algo de negociación obtener toda la verdad o toda la justicia que uno quisiera, porque probablemente no termine el conflicto en ese momento». 




			Estos comentarios sobre la situación latinoamericana me llevan a reflexionar sobre el terrorismo de Estado, cuyo concepto paradójicamente no se incluye en las definiciones sobre terrorismo que existen en los convenios internacionales, ni tampoco en el que se estudia en las Naciones Unidas en la actualidad. De hecho, uno de los principales escollos, aparte de la propia definición de terrorismo y su ámbito de aplicación, precisamente es éste. 




			Aun así, los crímenes desde el Estado, principalmente aquellos que han sido auspiciados o ejecutados directa o indirectamente por las propias instituciones o amparando escuadrones de la muerte o bandas paramilitares, son absolutamente condenables, perseguibles, y la mayoría de ellos constituyen crímenes de lesa humanidad, cuando no de genocidio; por tanto, entran dentro de la categoría de crímenes contra la comunidad internacional imprescriptibles, y su persecución es competencia de la Corte Penal Internacional y de todos aquellos países que se rigen o acogen por el principio de justicia penal universal, como España, que ha desarrollado investigaciones en este ámbito en los casos de Chile, Argentina, Guatemala, Tíbet, Sahara, entre otros, que están debatiéndose con desigual fortuna en la Audiencia Nacional. Asimismo, hace unos meses en Bélgica, por ejemplo, después de casi diez años, el juez de instrucción ha imputado finalmente a Hissene Habré, el antiguo dictador del Chad, que se halla en Senegal, y ahora el Gobierno senegalés tiene que decidir si lo extradita a Bélgica para su enjuiciamiento o no. Sí hay una persecución de esos crímenes. Los dictadores de todos los confines del planeta, da igual que la bola sea de color negro o de color rojo, se caracterizan por apoyar normalmente sus sistemas autoritarios en detrimento del pueblo, dar persecución a los opositores y perpetrar matanzas y asesinatos selectivos o generalizados, como el caso de Camboya, entre infinidad de ejemplos más que no es preciso mencionar. Asimismo, la respuesta de la comunidad internacional desgraciadamente no ha sido siempre uniforme, y en muchos casos fue nula o tardía, para vergüenza y escarnio de todos. 




			 




			LOS TERRORISTAS Y SUS VÍCTIMAS 




			 




			Si ya es difícil dar una definición de terrorismo, imagínese el lector por un momento tratar de ponerse en la piel del terrorista y pensar que no está loco. ¿Acaso me estoy refiriendo a un grupo de desequilibrados? La respuesta a esta cuestión me la dio el psiquiatra Luis Rojas Marcos, ciudadano andaluz de Nueva York, ciudad en la que trabaja, y, por lo tanto, testigo directo del ataque del 11-S y sus consecuencias: «Nos preguntamos si el terrorista es normal. Ahí, cuando decimos “normal” nos referimos a lo que es normal, o sea, a lo que es frecuente. Pues no. No es una persona normal en el sentido de que no es una persona frecuente. Ahora bien, ¿es un enfermo mental? No. No hay ninguna enfermedad mental que yo conozca que pueda aplicarse a un terrorista. Lo que ocurre es que a menudo, cuando no entendemos la conducta de un ser humano, tendemos a decir que está loco, que ha perdido la cabeza. Ésa es la reacción, la reflexión normal de una persona ante una situación como la del terrorista. Sucede que en general creen [los yihadistas] que van a ser gratificados o recompensados en otra vida y que por lo tanto no tienen mucho que perder en ésta». 




			Supongo que el lector estará de acuerdo conmigo en que la cuestión fundamental es qué hacemos para que los «normales» de los que habla Luis Rojas Marcos podamos vivir o sobrevivir en un ambiente de amenaza provocado por aquellos que se llaman a sí mismos liberadores. Rosa Díez, europarlamentaria del PSOE en junio de 2006, hoy líder de la nueva fuerza política Unión Progreso y Democracia, amenazada por ETA y residente en el País Vasco, tiene una sólida opinión de la cuestión: «Se vive porque no lo piensas, algunas veces se dice de la gente que sigue dando la cara en el País Vasco, que son unos héroes: “Os admiramos muchísimo, qué valor tenéis”. Sí, realmente hay que tener valor para quedarse, pero también hay que tener valor para marcharse. Ha habido gente que se ha tenido que ir, que no ha podido soportar más y luego lamentar haberlo hecho porque si no detenemos a los terroristas en el País Vasco, pasarán al resto de España. Así que yo me quedé por mis hijos. Hay que derrotarlos para dejar a nuestros hijos una sociedad mejor». 




			Rosa explicó también cómo al principio todo era oscuro: «Indiferencia absoluta, cantidad de funerales a los que nadie asistía, nadie más que la gente que venía a recoger a sus hijos, al guardia civil o policía asesinado, venían y se lo llevaban como de tapadillo, como si el guardia hubiera hecho algo, como si el muerto fuera el culpable, no había ni curas que quisieran oficiar los funerales. En Bilbao sólo se podían hacer en una iglesia, porque era la única en la que el cura, que era castrense, oficiaba el funeral; íbamos cuatro detrás del féretro, la familia y cuatro que estábamos allí, no salía nadie a la calle, nadie hacía un titular, nadie, ni siquiera aquellos a los que el muerto había estado defendiendo, y, finalmente, se marchaban. Aquellos años fueron dramáticos, los años del plomo y los años de los cien muertos al año, fueron los de la cobardía y los de la vergüenza, porque no es verdad que no salieran a la calle por miedo, porque nadie tenía miedo cuando mataban a guardias civiles o a policías, era por indiferencia. El miedo comenzó cuando la violencia empezó a socializarse, como dicen los terroristas, cuando empezaron a matar concejales. Entonces la gente sintió que les podían matar a ellos, era cobardía, la indiferencia absoluta, mientras les pasase a otros no había problema. Era una reacción indigna y cobarde —dijo, y concluyó—: Algún día, cuando seamos capaces de reescribir nuestra historia, tendremos que apuntar esa época en la página más negra de la sociedad vasca y de la sociedad española en su conjunto». 




			En esa historia que día a día se escribe están presentes las víctimas, «los que han sufrido en primera persona el ataque del terrorismo», sin que ninguno de nosotros, o muy pocos, se interesaran de verdad por lo que les ocurría, por lo que les esperaba y lo que sentían. Pasado un tiempo, las víctimas se vuelven incómodas, perturban las conciencias proclives al olvido fácil, y así se lo hice saber a Rosa Díez: «Esa reacción me recuerda la que mantiene el que no va al médico por si descubre que está enfermo o el que cambia de canal para no ver los efectos de un atentado en Bagdad. Lo cierto es que hasta puedo comprender que, en un primer momento, instintivamente, huyamos del dolor y volvamos la cara ante lo desagradable, pero nunca he podido entender que a esa primera reacción automática no siguiera otra voluntaria de solidaridad y valor en el más profundo sentido de la palabra». 




			De nuevo, Rosa Díez ofrecía las claves de esta cuestión: «Antes las víctimas eran invisibles; ahora son molestas, porque nos recuerdan nuestra mala conciencia; ¡no se puede hablar de las víctimas! No se las puede encerrar, porque ya no son invisibles, pero ahora estamos en un proceso de hacer invisibles a los verdugos, de homologarlos de alguna manera; todos han sufrido, tanto han sufrido los unos como han sufrido los otros, lo dice hasta el obispo, hay que perdonarlo todo, todos tienen que ser generosos, todos tienen que aprender a convivir, ambos sectores. Eso es lo políticamente correcto, que es de un relativismo moral insoportable, porque el problema no es dónde vuelven los verdugos, sino cómo vuelven los verdugos, y eso requiere decisiones políticas. ¿Vuelven como los adormecidos, con homenajes? ¿Vuelven derrotados, despreciados por el conjunto de la sociedad, despreciados absolutamente por su pasado? ¿Somos capaces de despreciar lo que han sido, lo que son, lo que hicieron? ¿O vuelven como si hubieran sido unos malos chicos descarriados que ya han cumplido su condena? 




			»Si vuelven como héroes, es que hay una pedagogía antidemocrática permitida aquí por quienes tenemos la responsabilidad de practicar la contraria. No es posible que la defensa de los principios, de la dignidad, de la memoria y de la justicia sea el pasado; si no, no podemos construir nada que merezca la pena ser vivido». Al final, Rosa estableció la consecuencia lógica de este planteamiento, compartido por todos los que estaban escuchándola: «Si no cerramos con una derrota absoluta del terrorismo, habremos justificado su existencia, les habremos dado razones para resurgir». 




			Por lo que a mí respecta, debo decirle querido lector, que aun a riesgo de repetirme, veinte años investigando casos de terrorismo son muchos años, en el transcurso de los cuales he visto tanto investigaciones sobre terroristas u organizaciones terroristas, como la muerte de amigos, de compañeros, de ciudadanos y ciudadanas con nombres y apellidos que duelen exactamente lo mismo; pero cuando el terror te toca más de cerca sientes más a flor de piel, te vuelves más humano y menos profesional, te permites alguna exclamación, alguna reacción movido por el sentimiento o por el compañerismo, por la sensibilidad en definitiva, porque todos somos humanos, aun sabiendo que, como juez, después tendrás que investigar los hechos. Las reacciones son diferentes. Quizá el ámbito judicial en el que me muevo es un ámbito en el que tienes que contener siempre esas emociones; porque como juez tienes que mantener la imparcialidad. 




			Recuerdo en especial, de hecho no hay día desde aquel 12 de septiembre de 1989 en que haya podido olvidarlo, el asesinato de mi amiga y fiscal de mi juzgado Carmen Tagle a manos de la organización terrorista ETA. Digamos que ése fue el momento en que más cerca me tocó el terrorismo, y la verdad es que se siente de forma diferente, te viene a la mente toda una serie de vivencias que no acabas de comprender, aunque en aquel momento apenas llevaba un año en este cargo. Con el tiempo, a lo largo de mi vida profesional, he visto muchas situaciones para las que nunca estás preparado, y sin embargo otras también muy buenas y muy agradecidas, como el caso de la liberación del funcionario de prisiones José Ortega Lara secuestrado por ETA que he mencionado antes. Tuve la gran suerte de ser el juez de instrucción que estaba de guardia el día de su liberación. ETA lo mantuvo en un habitáculo bajo tierra de 2 metros por 1,70 de altura durante más de quinientos días sin salir en ningún momento. Ese secuestro se saldó de la única manera posible, porque la alternativa era la muerte: era un secuestro de sesgo político y, no económico, y las condiciones que los terroristas pedían jamás se iban a cumplir, por lo que la muerte de José Ortega Lara era una crónica anunciada de no ser porque la Guardia Civil consiguió su liberación. En momentos así uno se siente reconfortado por todo el sufrimiento pasado. Sin embargo, la alegría duró poco. El terrorista necesita que sus acciones salten al primer plano de la actualidad, porque se alimenta de ello, y rápidamente la organización terrorista ETA secuestró al concejal del Partido Popular de Ermua Miguel Ángel Blanco, al que asesinó al cabo de dos días. Este secuestro y posterior asesinato tuvo, además de las trágicas consecuencias para la familia y para los que sentimos cada acción terrorista como si fuera recibida en carne propia, unas consecuencias totalmente positivas: la reacción que se produjo en la sociedad prendió una llama que avivó el espíritu y voluntad de los españoles en contra del terrorismo etarra que dura hasta hoy. Digamos en el sentido inverso al que Luis Rojas Marcos señalaba: a partir de ese momento, la sociedad española no fue la misma; hubo un cambio cualitativo que la hizo evolucionar, desde la indiferencia más o menos instalada, salvo en algunos colectivos, al sentimiento generalizado de solidaridad con las víctimas, porque hay que reconocerle a Rosa Díez que la indiferencia era la norma, que a lo largo de los años setenta, ochenta, incluso principios de los noventa, apenas había alguien que fuese capaz de solidarizarse públicamente con las familias de policías o guardias civiles que eran asesinados por ETA. Yo mismo había asistido a algunos funerales, y lo hice en 1994 en representación del Gobierno; recuerdo que todavía en aquel momento había reticencias para asistir a los mismos, porque había miedo, y muchas veces no se tenía la impresión de que el terrorismo nos afectaba a todos. 




			 




			Y de esa situación pasamos a la del 11 de marzo de 2004. 




			Ese día quedará marcado para siempre en la memoria de todos los españoles, como quedó el 11 de septiembre en Nueva York para los estadounidenses. Estuve en los cuatro escenarios de la masacre (en la estación de Atocha, la calle Téllez, el Pozo del Tío Raimundo y la estación de Santa Eugenia), y el espectáculo dantesco que vi allí se me quedó grabado para siempre en la memoria. Tras ver las víctimas, los cuerpos destrozados y el caos reinante, es difícil que lo pueda olvidar nunca, por más que me avalen veintiséis años de profesión en los que he visto de todo. Aquel día, aparte de mi trabajo como juez, sentí también la experiencia personal: entre los fallecidos, había un familiar lejano de mi madre, y cuando lo supe me quedé con la perplejidad de decir «No es posible», porque visualizas a la persona y dices: «No, no, no es real», pero desgraciadamente lo era; uno de mis compañeros, un juez de Granada, me llamó para decirme: «Baltasar, hay un íntimo amigo nuestro, no sabemos si está muerto, creemos que por la hora iba en unos de los trenes, a ver si puedes conseguir información». Efectivamente, al principio todo era confuso, pero a las dos y media de la madrugada ya había sido identificado entre los cadáveres. 




			La reacción del pueblo de Madrid, y de España entera, al día siguiente, al margen de todo lo que después aconteció por la difusión, o quizá por el mal uso de la información en esos días en España, fue extraordinaria y ofreció una respuesta inmediata por encima de cualquier posición política. Es cierto que después algunos entendieron el atentado de una manera u otra, pero el caso es que la sociedad española, retomando el espíritu de aquellos días de julio de 1997 tras el asesinato de Miguel Ángel Blanco, volvió, como había hecho en 1981 en protesta por el intento de golpe de Estado en España y en 2003 contra la guerra de Irak, a mostrar su oposición frontal contra la violencia y el terror, lo cual redunda en mi firme convicción de que las sociedades sí cambian positivamente después de sufrir ataques terroristas. Si no fuera así, lo estaríamos haciendo muy mal, porque, después de todo lo pasado y tras sucesos tan terribles como los vividos en los últimos años, si siguiéramos mostrándonos indiferentes sería desde luego harto difícil vislumbrar un final a esta pesadilla y seguir calificándonos de humanos. 
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